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Inauguración

Palabras del Presidente de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, Ministro Antonio García:

Constituye para mí una gran satisfacción intervenir en esta Sesión Especial dedicada al estudio y análisis del Derecho Internacional Humanitario (DIH).

Debo primero hacer un especial reconocimiento a todos los expertos que nos acompañarán en el transcurso de esta reunión, por su dedicación y entusiasmo que han mostrado en la preparación de los documentos que han sido elaborados en ocasión de esta sesión, los cuales serán distribuidos a ustedes a lo largo de esta sesión. Deseo dar la bienvenida a todos ellos, los cuales, dadas sus calidades académicas y profesionales, estoy seguro contribuirán en gran medida en el desarrollo exitoso de la presente Sesión. 

Desde el año de 1994 la Asamblea General de la OEA ha emitido ininterrumpidamente resoluciones sobre el respeto del DIH (Derecho Internacional Humanitario). Las resoluciones dictadas por la Asamblea General sobre esta materia instan a los Estados Miembros para que consideren la posibilidad de ratificar los instrumentos de DIH, promuevan la mayor difusión del mismo y promulguen leyes nacionales para que dichos instrumentos entren en vigor y para evitar infracciones a los mismos. De igual forma, hacen un llamado para que se establezcan comités nacionales de asesoramiento que faciliten la coordinación de estas tareas, tema del que también nos ocuparemos en esta Sesión.  

En particular, la Resolución AG/RES 1904 adoptada en la última Asamblea General de la OEA, encomienda al Consejo Permanente a que, con el apoyo de la Secretaría General, continúe organizando sesiones especiales, con objeto de reafirmar la pertinencia y actualidad del DIH.  En cumplimiento de este mandato hemos convocado a la presente sesión especial.

Respecto al Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR), debemos reconocer su larga trayectoria y esfuerzos permanentes para promover y difundir el conocimiento del DIH a nivel mundial. En nuestro Hemisferio, como sabemos, el CICR ha realizado una incesante labor a nivel bilateral con los Estados, con las personas y las instituciones pertinentes para la implementaron del DIH en los sistemas nacionales, así como en el sistema interamericano.  Con la OEA la trayectoria es larga y fructífera: prueba de ello es la participación del CICR, con status de invitado especial, en las Asambleas Generales de la Organización.  Entre otros logros, también se puede mencionar el acuerdo firmado por el Presidente del Comité Internacional y el Secretario General para la colaboración interinstitucional en el campo de la promoción, la implementación y la difusión del DIH de 1996.  La Resolución de la XXVI Asamblea General, en julio de 1996 sobre minas personales y el establecimiento del continente como una zona libre de estas, fue emitida de acuerdo con las recomendaciones del CICR de ese mismo año. Posteriormente, en enero de 1997 se celebró un Seminario sobre DIH conjuntamente con el CICR, dirigido a los embajadores y diplomáticos acreditados ante la Organización. 

Desde el año de 1998, se ha invitado al CICR a dialogar con los representantes de los Estados miembros de la OEA en el marco de reuniones de los Cuerpos Políticos de la Organización, como la que hoy nos ocupa. Como resultado de estas reuniones, se han estrechado los vínculos de cooperación entre las dos instituciones y se ha permitido y facilitado un intercambio fructífero sobre los conceptos, realidades y retos del DIH en el hemisferio. En ellas, el CICR ha presentado importantes informes sobre la implementación de la diferente normativa del DIH a nivel de los Estados y las organizaciones del continente. 

En el marco del Acuerdo de Cooperación que tienen las dos instituciones también se organizó la Primera Conferencia de Expertos Gubernamentales sobre la Aplicación Nacional del DIH y de las Convenciones Interamericanas relacionadas con la materia que se celebró en San José, Costa Rica, en marzo de 2001.  

La participación del CICR también ha sido activa y clave en las Cumbres de Jefes de Estado de las Américas, en donde su persistente promoción del DIH ha influido en las declaraciones emanadas de estas cumbres. 

 La sesión especial de la CAJP del día de hoy, se enmarca en este marco de cooperación que une a estas dos instituciones.  De manera especial, esta sesión se referirá a los logros, estado actual y perspectivas de nuevos desarrollos del DIH.  Escucharemos también ponencias sobre los desarrollos más recientes a nivel internacional, en particular sobre los resultados de a Conferencia Internacional de Expertos Gubernamentales y No Gubernamentales sobre las Personas Desaparecidas, realizada en febrero de este año, en Ginebra (Suiza) y sobre la Reunión Regional de Expertos con respecto a la Protección de los Bienes Culturales en caso de Conflicto Armado, realizada en mayo de 2002, en Lima (Perú).

Durante la tarde del día de hoy escucharemos sobre los avances más recientes en los Estados Miembros de la OEA en relación con los temas a los que se refieren las Resoluciones AG/RES.1900 y 1904 (XXXII-O/02).

Por último, escucharemos ponencias y comentarios sobre la Corte Penal Internacional (CPI), que hoy es una realidad.  La creación de un tribunal de esa naturaleza es un avance fundamental en la luchacontra la impunidad por crímenes atroces contra la humanidad.

La aprobación del Estatuto de Roma constituye la base legal de la CPI, que tendrá personalidad jurídica propia y su sede en la ciudad de La Haya (Holanda). La aprobación de este Estatuto es definitivamente un acontecimiento histórico. Para algunos expertos, su aprobación tiene tanta importancia como tuvo en su momento la de la Carta de Naciones Unidas, pues en su opinión, representa un elemento trascendental necesario en el orden jurídico para velar por el DIH. Su importancia también se desprende del número de Estados que han venido ratificado el Estatuto.

Según los términos del Estatuto, las violaciones de las normas aplicables en situaciones de conflicto armado sin carácter internacional también son crímenes de guerra.

Estamos seguros que el diálogo que estamos iniciando esta mañana, se caracterizará por el alto nivel técnico de los temas que serán tratados y permitirá analizar los logros alcanzados en el continente en el proceso de ratificación de los instrumentos internacionales y su implementación en el derecho interno de los países, así como dilucidar los pasos que aún es necesario dar en la consolidación del DIH en el hemisferio.
I.
El Derecho Internacional Humanitario: logros, estado actual y perspectivas de nuevos desarrollos.

a.
Ponente: Antón Camen. Asesor Jurídico para América Latina. Servicio de Asesoramiento en Derecho Internacional Humanitario del Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR). (Texto de la presentación: DIH/doc.9/03)

En nombre del Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR), quisiera agradecer, ante todo, a la Comisión de Asuntos jurídicos y políticos la organización de esta Sesión Especial sobre la Promoción y el Respeto del DIH, la oportunidad que nos brindan de tomar la palabra.

Hablar de los logros del DIH tiene sentido con tan solo mirar a quienes precisan de su protección, es decir a las personas que son víctimas de conflictos armados. En algunos sesenta conflictos armados existentes hoy día en todo el mundo, innumerables niños, mujeres y hombres que no participan o han dejado de participar en las hostilidades, afrontan diariamente situaciones de extrema dificultad y violencia. 

Ellos están en el centro de las preocupaciones del CICR desde hace 140 años, en que la institución ha venido trabajando para aliviar los sufrimientos de las víctimas, a través de un mejor respeto hacia las reglas que deberían limitar los efectos de la violencia en los conflictos armados.

Quiero hacer énfasis sobre la frase “deberían limitar”, anteriormente dicha. En efecto, al juzgar las noticias que recibimos a través de los distintos medios, cabe preguntarse seriamente y con legitimidad sí las reglas del derecho humanitario se traducen en realidad en el terreno. Asistimos a actos de genocidio, a la llamada limpieza étnica, al traslado de poblaciones enteras, a ataques deliberadamente dirigidos contra civiles, etc. 

Prevenir ese tipo de excesos era una notable intención de los fundadores del Movimiento Internacional de la Cruz Roja y de la Media Luna Roja, y también de los Estados que negociaron los tratados de DIH a partir de una serie de normas consuetudinarias. Los Convenios de Ginebra de 1949 surgieron directamente del horror que dejó la experiencia traumática de la Segunda Guerra mundial en la conciencia de la humanidad. 

Las reglas que se concibieron y se desarrollaron en esos textos fueron también producto del pragmatismo de sus autores. Aunque deseaban que no hubiera más guerra, y consagraron expresamente la prohibición de recurrir al uso de la fuerza en la Carta de las Naciones Unidas, reconocieron que la realidad era otra. 

Después de un poco más de cincuenta años, constatamos que el DIH se ha consolidado en un conjunto complejo y firme de normas cuya pertinencia no puede negarse. 190 Estados son partes en los Convenios, entre los que se encuentran todos los 35 Estados en el continente americano. 161 Estados participan en el primer Protocolo adicional de 1977 y 156 en el segundo del mismo año. Si bien son menos las partes en los demás tratados de derecho humanitario, ellos gozan, generalmente, también de una gran aceptación por parte de los Estados, la cual va en constante aumento. A pesar de ello, constatamos también que las promesas de hace medio siglo no se cumplieron.

Los conflictos armados continúan desplazando a millones de personas, principalmente como consecuencia directa de las violaciones del DIH. Con frecuencia, decenios después del término de un conflicto, se sigue sin tener noticias sobre el paradero de miles de personas. Innumerables niños y jóvenes sufren, con regularidad, la brutalidad de la violencia armada; muchos de ellos son obligados a servir en las filas de alguna de las partes en conflicto. Países quedan infestados con minas antipersonal y otras municiones de guerra sin estallar, que frustran, muchos años después del conflicto, los esfuerzos de reconstrucción y rehabilitación. A causa de la gran disponibilidad de las armas portátiles, grupos indisciplinados hacen cundir el miedo.

Tenemos que interrogarnos sobre las causas de este desequilibro entre los compromisos y los hechos.

El CICR alienta sistemáticamente a los Estados a que se adhieran a los tratados de derecho humanitario y está convencido de que entre más grande sea la participación en los tratados, más fuertes serán las normas establecidas en el orden internacional, y  por lo tanto, será más difícil ponerles en duda.

No obstante la grande y notoria participación aludida, aparentemente la misma no es suficiente para garantizar el cabal cumplimiento con los compromisos contratados. Hay que hacer los tratados operacionales al nivel nacional, es decir en el contexto en donde desplieguen sus efectos. 

Muchas de las violaciones a las que me referí resultaron no tanto de la falta de normas internacionales, pero más bien de la ausencia de medidas que hubieran podido ponerles en practica. 

Ruanda, por ejemplo, ha sido parte de los Convenios de Ginebra desde 1964 cuando sucedió a Bélgica, y se adhirió a los dos Protocolos adicionales en 1984. Además, ha sido parte en la Convención sobre la prevención y el castigo del crimen de genocidio desde 1975. Ello empero, no impidió lo sucedido entre abril y julio de1994 cuando mataron a más que 500’000 personas.

Otro ejemplo notorio son los conflictos armados que estallaron en el territorio de la antigua Yugoslavia y que provocaron el establecimiento por parte del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas de un tribunal internacional penal cuya sola jurisprudencia nos produce un gran impacto ante los sufrimientos endurecidos por las víctimas. Cabe resaltar que también la Yugoslavia socialista era parte en los Convenios de Ginebra. 

Lo que quiero decir con ello es que la adhesión a los tratados solo es el primer paso. Los Estados deben ulteriormente traducir en la práctica las disposiciones de los tratados, a fin de que estas normas surtan efecto pertinentemente. Implica que se deben tomar medidas nacionales, en tiempo de paz, y que las mismas se deben incorporar en el orden interno. 

Al respecto, el conocimiento de las reglas y principios del DIH ocupa un papel crucial. Para que sean respetadas, las normas tienen que ser conocidas. De ahí la importancia de difundir las normas y principios del derecho humanitario a todos los que han de aplicarles, y sobre todo a las fuerzas armadas.

Los últimos veinte años, el CICR efectúa numerosos programas, en casi todos los países de América, para ayudar a las fuerzas armadas a difundir el DIH. 

Activamente, habida cuenta de la creciente incidencia de situaciones de violencia interna y tensiones, también han empezado a impartir formación en los principios y normas de los derechos humanos aplicables a la función de la policía. 

Este programa consiste principalmente en ejercicios prácticos relacionados con el uso de armas de fuego, control de disturbios, arrestos y detenciones, etc. El programa se diseñó, en 1998, en Brasil, y desde entonces ha sido desarrollado en colaboración con los Ministerios competentes en Ecuador, Venezuela, Perú, México, Jamaica, Guyana, Trinidad y Tobago y, recientemente, en Bolivia.

Cabe señalar que así como las fuerzas armadas, por lo general, no deben intervenir en las operaciones de mantenimiento del orden, tampoco debe enseñarse el DIH, que fue concebido para situaciones de guerra, a la policía y fuerzas de seguridad con la finalidad de llevar a cabo operaciones de mantenimiento del orden. Por supuesto, si las fuerzas de seguridad son puestas bajo las órdenes militares y participan en operaciones militares, es pertinente la formación en DIH.

Los muchos años de experiencia con diferentes portadores de armas nos han demostrado claramente que la formación tiene éxito únicamente si toma parte de un proceso institucional permanente. Además, la conducta no puede derivarse sólo de lo que se ha instruido. Para que el personal militar adapte sus acciones al derecho, éste debe reflejarse en la doctrina de las fuerzas armadas y en sus manuales operativos. Dígase lo mismo para la policía y las fuerzas de seguridad.

La difusión e integración del DIH representa un tipo de medidas de aplicación nacional de los tratados. Otras medidas son de naturaleza administrativa o practica o  implican reformas a la legislación nacional, como es el caso de la obligación de castigar a los criminales de guerra.

Sobre el particular, la obligación de reprimir las infracciones graves del derecho humanitario no es únicamente necesaria para garantizar el respeto de esa rama del derecho, sino que también sirve de parámetro, a fin de medir la credibilidad misma del derecho. En el DIH se establece un sistema de represión nacional que los Estados se comprometieron ejecutar al adherirse a los Convenios de Ginebra. Se requiere que el derecho penal de los Estados permita perseguir y castigar todas las infracciones graves cualquiera que sea el lugar en donde se hayan cometido o la nacionalidad de su autor, o de las víctimas, en aplicación de la jurisdicción universal. 

El CICR brinda asesoría jurídica y técnica a los Estados que la requieren con el objetivo de permitir el cumplir con sus compromisos en el ámbito del derecho humanitario. 

En el DIH también se prevé que las personas que están siendo procesadas se beneficiarán de las normas mínimas de trato humano, así como de las garantías judiciales esenciales. 

Al respecto, se han de disipar posibles preocupaciones sobre sí la observancia del DIH aplicable para los casos de personas privadas de libertad podría ser óbice para la justicia. En esencia, no se puede insistir lo suficiente en que la observancia del DIH no se equipara a la impunidad, sea respecto de los crímenes cometidos durante un conflicto armado, sea respecto de los crímenes cometidos en situaciones ajenas a un conflicto. 

Lo único que requiere el DIH es que se apliquen las garantías del debido proceso cuando se juzga a los presuntos infractores. Ello resulta poco sorprendente, dado que la condición de un juicio debido y justo está ya solidamente arraigada en otras ramas del derecho, como son el derecho internacional de los derechos humanos, el derecho constitucional o el derecho penal de los Estados. 

De hecho, la legislación nacional, con frecuencia, protege de manera más general a los individuos que las normas básicas del DIH. Además esas normas, sólo son aplicables cuando el crimen se comete en el contexto de un conflicto armado.

Recientemente, se ha planteado la pregunta de sí el derecho internacional en general y el DIH en particular son herramientas adecuadas para afrontar el problema del terrorismo. 

Es menester recordar que el DIH difiere de otros instrumentos, como, por ejemplo, la Carta de las Naciones Unidas. Ésta permite a la comunidad internacional hacer dictámenes, de índole política o de cualquier otra, con relación al uso de la fuerza en las relaciones internacionales; el DIH regula la protección de las personas y la conducción de las hostilidades durante un conflicto armado. 

Su objetivo primordial es aliviar el sufrimiento de las personas afectadas por la guerra, independientemente de las causas subyacentes y, por lo tanto, de la justificación del conflicto. De conformidad con el DIH, no hay guerras “justas” o “injustas”, porque los civiles, sólo por mencionar una categoría de personas protegidas por sus normas, tienen derecho a que no los maten, torturen o violen, cualquiera que sea el bando al que pertenezcan.

La lucha contra el terrorismo puede librarse de diversas formas: como cooperación judicial y castigo a los responsables de los actos de terrorismo, además de la congelación de los haberes con que se costea el terrorismo y, tras los ataques del 11 de septiembre, como conflicto armado. En la medida en que la lucha contra el terrorismo se haga mediante un conflicto armado, la posición es clara: el DIH es aplicable. 

Es indiscutible que el terrorismo va en contra de los principios fundamentales de la humanidad. Sin embargo, deducir de ahí que el derecho en vigor no sea adecuado para lidiar con las formas modernas del terrorismo, es un tanto precipitado. 

Generaciones de expertos y diplomáticos han contribuido al desarrollo del DIH durante los últimos dos siglos, conociendo la necesidad de elaborar normas aplicables al uso de la fuerza, las cuales mantengan un balance entre la seguridad de los Estados y el respeto de la vida, la salud y la dignidad humanas. Por lo tanto, es necesario primeramente probar que estas reglas son irrelevantes, antes de optar por enmendarlas.

Hacer énfasis sobre la pertinencia y relevancia del DIH en el mundo contemporáneo, no significa que este conjunto de normas ya no puede evolucionar y mejorar.

El DIH no es estático. Este cuerpo de normas, como el derecho en general, está constantemente sometido a puntualizaciones y cambios. Continuamente procura responder a los nuevos retos que plantea la evolución de la guerra. Esto se observa en los distintos desarrollos de que ha sido objeto, desde la adopción, en 1864, del primer Convenio de Ginebra.

La propia historia del CICR esta íntimamente vinculada con ese proceso de desarrollo. A lo largo de su existencia, el CICR no ha cejado en hacer llamamientos a la comunidad internacional para que se desarrollen normas adecuadas y se instauren mecanismos de cooperación que contribuyan a la protección de las victimas de la violencia armada. 

La Institución también está convencida de que cualquier intento de reevaluar la pertinencia del DIH no puede efectuarse si no se ha determinado efectivamente una deficiencia en el derecho y no la falta de voluntad política para aplicarlo. 

Cualquier otro tipo de acción puede llevar consigo un riesgo de que se despoje al derecho su propia razón de ser, que es facilitar el desarrollo previsible y ordenado de la conducta de las relaciones internacionales.

El DIH no proporciona respuestas a todos los problemas de violencia.

En el continente americano, el CICR mantiene una presencia desde finales del decenio de 1970, y ha observado que, en los últimos años, son los problemas económicos y sociales, y ya no las diferencias ideológicas de los decenios anteriores, la fuerza conductora de la violencia armada. Lo demuestra el número creciente de situaciones de violencia y de tensiones internas.

La profunda brecha entre ricos y pobres sigue siendo obviamente la causa principal de tensiones sociales y de violencia que no necesariamente se califican como conflicto armado y en las cuales, por lo tanto, el derecho humanitario no se aplica. 

La disminución de la actividad económica, y la recesión han acentuado en muchos casos esa brecha, afectando muy particularmente a las personas que carecen del acceso a los sectores más pujantes de la economía (los que, cabe añadir, más se benefician de los subsidios externos). La privación económica ha infundido una índole política a las diferencias étnicas, y la mayor proporción de los grupos más desfavorecidos tiende a estar conformada por los pueblos indígenas. 

Para el Movimiento Internacional de la Cruz Roja y de la Media Luna Roja, el contexto que prevalece en muchos de los países de Latinoamérica y el Caribe ha dado lugar a preguntarse cómo debe el Movimiento efectuar su misión. El cometido del CICR y de las Sociedades Nacionales concernidas es relativamente claro en países donde hay un conflicto, como en Colombia o disturbios y tensiones interiores, como en Venezuela o Bolivia; sin embargo, no lo es en otros contextos, donde no se ha deslindado nítidamente la magnitud y la índole de la crisis. 

De cualquier manera, los desastrosos acontecimientos económicos que se registraron en Argentina a partir de diciembre de 2001 no han dejado duda alguna en cuanto a que miles, si no, cientos de miles, de personas fueron sumidas de la noche a la mañana en una angustia profunda, que requiere algún tipo de acción humanitaria.

El prolongado conflicto armado de Colombia –el único de gran envergadura que persiste en este continente– está ostentosamente arraigado en la lucha por el control de tierras y de recursos económicos y se caracteriza por un alto y alarmante predominio de violaciones del DIH. El cariz del conflicto ha empeorado desde que el proceso de paz entre el Gobierno y las FARC colapsó en febrero de 2002, mientras las necesidades de asistencia humanitaria se han incrementado repentinamente. 

Para mejorar su capacidad de intervención ante estos acontecimientos, el CICR ha tenido que incrementar tanto su presupuesto, como su personal, para las operaciones que se realizarán en Colombia durante el año 2003.

Queda pendiente una ingente labor en la promoción de valores humanitarios y en la realización del cabal cumplimiento del DIH.

En este sentido, el CICR quiere aprovechar la oportunidad para expresar su profundo reconocimiento a los Estados miembros de la OEA por los esfuerzos que despliegan año por año, a través Sesiones Especiales como la presente y otras iniciativas, mediante resoluciones de la Asamblea general, y con actividades en el terreno, para que se respete el DIH.

Es un reto que compartimos y estamos a su entera disposición para llevarlo a cabo, pacientemente, pero con determinación. 

b.
Comentarista: Embajador Miguel Ruiz-Cabañas, Representante Permanente de México ante la OEA. (Texto de la presentación: DIH/doc.14/03)

Agradezco al doctor Antón Camen, Asesor Jurídico para América latina del CICR por su interesante presentación,

Quisiera comenzar por agradecer también la oportunidad que se le brinda al gobierno de México para elaborar los comentarios sobre este tema, con el que iniciamos la trascendente sesión que nos reúne el día de hoy. 

Sobre los logros del DIH, debemos recordar que a partir de la segunda mitad del siglo XX, esta rama especializada del Derecho Internacional se ha consolidado de manera importante. Una gran cantidad de instrumentos internacionales, tales como declaraciones, resoluciones o lineamientos, se han elaborado para fortalecer su aplicación y observancia. 

Se han adoptado un considerable número de tratados y se han creado tribunales internacionales con competencia para sancionar a los perpetradores de violaciones graves de las normas del DIH. Con respecto a este último aspecto, el establecimiento de la Corte Penal Internacional constituye, sin duda, el mayor esfuerzo consolidado de la comunidad internacional para evitar que persistan las graves violaciones al DIH. Debido a su naturaleza permanente y a su facultad para juzgar individuos, entre otros aspectos, este tribunal representa un avance sin precedentes en los esfuerzos para asegurar el respeto del DIH.

Los cuatro Convenios de Ginebra de 1949 tienen una participación universal y junto a los Protocolos Adicionales de 1977, constituyen la piedra angular del DIH. Es importante recordar en ese sentido, que la mayoría de las disposiciones de estos instrumentos forman parte del derecho consuetudinario. 

Adicionalmente, la comunidad internacional cuenta con una serie de instrumentos que persiguen objetivos humanitarios, entre ellos tratados que prohíben el uso de ciertas armas o de técnicas militares durante los conflictos armados. 

A pesar de estos logros, queda aún camino por recorrer. El estado actual del DIH hace necesario recalcar que sus principales dificultades se encuentran en el aspecto de la observancia. Los esfuerzos por diseminar sus normas y por promover la aprobación de leyes nacionales, han probado ser insuficientes, ya que en el terreno práctico han tenido un impacto limitado.

Nos resulta lamentable que en la actualidad sea la población civil la principal víctima de los conflictos armados. 

Precisamente, la cantidad de violaciones de las normas humanitarias cometidas durante los conflictos armados, fue una de las razones que originó el diseño y el establecimiento de tribunales internacionales. 

Hoy en día, existe una mayor conciencia en la comunidad internacional sobre la importancia de respetar y hacer respetar el DIH, pero el tema genera divisiones en cuanto a la forma de ser abordado. Es un hecho, sin embargo, que la excesiva discrecionalidad con la que los Estados han interpretado y aplican sus normas, aunado a la falta de un sistema de control efectivo, hace que en ocasiones el DIH se convierta en letra muerta.

Al mismo tiempo, no puede negarse que debido a la dinámica de los conflictos actuales, la aplicación del DIH enfrenta desafíos. Por una parte, existen conflictos en los que proliferan actores no estatales, que tienen escaso o nulo interés en respetar las normas mínimas de conducción de hostilidades. Por la otra, los avances en la tecnología también se han trasladado al campo de batalla y ello ha generado interrogantes en cuanto a la aplicación y alcance de las normas existentes. Por último, la mal llamada “guerra contra el terrorismo”, que se libra fuera de situaciones de conflicto armado tradicional, ha dado lugar al surgimiento de conceptos dudosos, que redundan en la desprotección de las personas. 

En este escenario, cobran importancia los esfuerzos para fortalecer el respeto del DIH y para reducir las posibilidades de interpretación discrecional por parte de los Estados. No se puede olvidar que son los principios de humanidad y los dictados de la conciencia pública, los que deben orientar cualquier interpretación de esta rama del Derecho.

Bajo esas condiciones, surge la pregunta si es posible desarrollar el DIH. 

Por regla general, toda norma es susceptible de ser desarrollada. De hecho, en esta materia existen una serie de áreas, particularmente en lo relativo al uso de armas, que se beneficiarían de un mayor estudio. Sin embargo, desarrollar los principios básicos del DIH es algo que debe analizarse con cautela.

Ha tomado décadas concientizar a los Estados de la importancia del DIH. La simple conclusión de sus instrumentos básicos fue precedida de enormes esfuerzos. Cualquier iniciativa que pueda percibirse como un intento por modificar esos consensos podría ser contraproducente.

Se ha señalado que algunas disposiciones del DIH son insuficientes a la luz de los nuevos conflictos, y se han llegado a interpretar disposiciones sobre la base de intereses de seguridad nacional.

Debemos recordar que el DIH es amplio; si es aplicado de buena fe, de acuerdo con los objetivos que persigue, permite resolver toda situación que se presente en el terreno. Por lo tanto, los esfuerzos tendientes a mejorar su aplicación deben partir de esta premisa. 

Lo anterior no significa que deba inhibirse cualquier ejercicio que pretenda facilitar la aplicación de las normas existentes del DIH. Simplemente obliga a definir de manera clara sus parámetros y alcances. La idea de recopilar las mejores prácticas de los Estados puede ser una alternativa viable.

Por supuesto la posibilidad de contar con nuevos mecanismos para fortalecer la observancia del DIH, no debe traducirse en un abandono de los métodos tradicionales. Avanzar hacia la universalidad de los tratados; alentar a sus partes a adecuar su legislación doméstica; ampliar los canales de diseminación del DIH; y crear mayor conciencia sobre la importancia de las medidas preventivas, son, entre otras, áreas que deben seguir siendo impulsadas.

c.
Diálogo sobre el tema


Algunas Delegaciones hicieron incapié en la necesidad de hacer mayores esfuerzos para evitar situaciones bélicas, entre otras, tomando medidas para ayudar a las personas que se encuentran en situaciones de pobreza extrema y a aquellas pesonas que por diferentes circunstancias no pueden disfrutar de los beneficios de la democracia.


Varias delegaciones expresaron su preocupación por el tema de la muerte de civiles desarmanos en tiempo de guerra.


Otras delegacione resaltaron la labor del CICR al crear consciencia entre las fuerzas armadas y la población civil sobre el respeto del DIH. Sin embrago, lamentaron que en ciertas ocasiones y debido a la magnitud y carácterísticas de ciertos conflictos, se presenten constantemente situaciones en las que inevitablemente se viola el DIH.


Algunas delegaciones insistieron en la necesidad de implementar a nivel doméstico, normas que fomenten el respeto al DIH. Señalaron que es responsabilidad de cada gobierno, asegurarse de la fortaleza de los sistemas jurídicos internos y de que las políticas nacionales estén en concordancia con los principios vigentes del DIH.

II. 
Desarrollos recientes a nivel internacional:

1.
 Informe sobre la Conferencia Internacional de Expertos Gubernamentales y No Gubernamentales sobre las Personas Desaparecidas, realizada entre los días 19 y 21 de febrero de 2003, en Ginebra, Suiza.

a.
Ponente: Natalie Fisher de Watteville. Delegado Regional Adjunto. Delegación Regional del Comité Internacional de la Cruz Roja, Washington D.C. (Presentación: DIH/doc.12/03)

El  Proyecto sobre Personas Desaparecidas y  la Conferencia 

El Proceso del Comité Internacional de la Cruz Roja

· Objetivo interno:

· Establecer directrices operativas sobre el tema de los desaparecidos:

· mediante el estudio de todos los métodos en funcionamiento a nivel político y a nivel del trabajo práctico en la materia

· Varios objetivos externos:

· Estudiar todos los métodos para prevenir desapariciones durante conflictos y responder a las necesidades de las familias que han perdido contacto con sus seres queridos.

· Llegar a acuerdos sobre recomendaciones y prácticas operativas

· Elevar este tema a un lugar más alto en los temarios de las autoridades gubernamentales, las Naciones Unidas y las organizaciones no gubernamentales.

Organización del proceso

· Primera Etapa (02-09-2002)

· 3 estudios externos

· 2 cursos electrónicos prácticos

· 6 cursos prácticos

· Segunda Etapa

· Conferencia de expertos gubernamentales y no gubernamentales.

(del 19 al 21 de febrero de 2003)

Temas tratados durante la conferencia

· Los desaparecidos:

· Personas cuyas familias no tienen noticias de ellos, y/o

· Se sabe que han desaparecido basándose en información fidedigna.

· A causa de un conflicto armado o violencia interna

· Las familias necesitan:

· Que se las consideren víctimas

· El derecho a saber

· Que haya un reconocimiento de la responsabilidad y de la admisión de los hechos

· Necesidades especiales de las familias

· Se debe prestar especial atención a jefes de familia sin cónyuge y a niños cuyos padre y madre estén desaparecidos.

· La asistencia debe estar dirigida a la autosuficiencia

· Debe proporcionarse apoyo psicológico

· Se deben fomentar las asociaciones y redes familiares

· Responsabilidades

· De los estados en materia de prevención y en el esclarecimiento sobre el destino de las personas no halladas

· De los grupos armados basándose en tratados o en el derecho consuetudinario

· De las organizaciones internacionales y organizaciones no gubernamentales de fomentar la toma de conciencia, brindar apoyo y actuar como facilitadores.

· Prevención

· Ratificar y adherirse a los tratados

· Llevar a la práctica las disposiciones de los tratados en la legislación interna.

· Enseñar las normas que encierran estos tratados

· Asegurar el cumplimiento y respetar las disposiciones de los tratados

· Administración de la información

· Recopilación de archivos completos con criterio imparcial

· Coordinación entre participantes (métodos en funcionamiento y procedimientos)

· Centralización de la información

· Las normas legales que rigen la protección de datos personales debe respetarse

· La información debe compartirse sin poner en peligro a las víctimas o a las fuentes de información

· Información sobre los muertos

· Información sobre los muertos: reducción del número de desaparecidos

· De acuerdo al derecho internacional, el despojo y la profanación de los muertos se consideran crímenes

· La responsabilidad fundamental recae sobre las autoridades

· Resultados de la conferencia

· Observaciones y Recomendaciones adoptadas por unanimidad: obligatorias/no obligatorias

· Puesta en marcha de prácticas operativas óptimas entre las personas que intervienen en esta materia

· Los participantes prometieron plantear el tema de las personas desaparecidas en otros foros

· La característica más sobresaliente del debate fue la diversidad de participantes

· Se admitió la realidad del sufrimiento de las familias

· La ley como un medio para aliviar el sufrimiento, se presentó como un instrumento

· Paso histórico en la búsqueda de soluciones

b.
Comentarios: Embjador Eduardo Ferrero Costa, Representante Permanente de Perú ante la OEA. (Texto de la presentación: DIH/doc.15/03)

Toda situación de conflicto armado, sea de índole internacional o no internacional, así como muchas de las situaciones de violencia interna generan consigo, entre otras difíciles situaciones, la de numerosas personas desaparecidas. Estos son los casos de desaparecidos como consecuencia de muerte en combate; del proceso de reclutamiento compulsivo de uno o de varios individuos por parte de los actores en conflictos armados; o de otras situaciones enmarcadas en el concepto de desaparición forzada de personas, entre otras causas.

Cabe señalar que la falta de información sobre el paradero de un familiar constituye una difícil realidad para los que son afectados directamente y, a la vez, un obstáculo para los esfuerzos de reconciliación en favor de la paz. 

Sobre la base del DIH, que constituye un sistema de protección de la persona humana en situaciones de conflicto armado, así como del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, que es aplicable en todo tiempo y lugar, la problemática en cuestión atenta contra el derecho fundamental de toda persona de conocer sobre el paradero de un familiar desaparecido, así como a enfrentar de la manera más adecuada esta realidad.

Ejemplo de la preocupación regional por la situación de los desaparecidos en contextos de violencia, es la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, así como el propio tenor de la Resolución AG/RES 1904, de 4 de junio del 2002, a través de la cual, la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos (OEA), "preocupada por la desaparición de personas y la toma de rehenes especialmente durante los conflictos armados, así como por el sufrimiento que esto causa a los familiares y personas cercanas durante y después de haber finalizado el conflicto", en su párrafo décimo cuarto resuelve "instar a las partes en conflicto armado a tomar medidas inmediatas para determinar la identidad y situación de las personas reportadas como desaparecidos".

Frente al reconocimiento de esta situación, el Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR), institución humanitaria, imparcial e independiente, que se encuentra hoy en más de sesenta países, tomó la iniciativa en primer lugar,  de llamar la atención de la comunidad internacional sobre el particular y, en segundo lugar, de promover un intercambio de experiencias y mecanismos que ya existen sobre la problemática de los desaparecidos; esto, a fin de establecer recomendaciones y pautas adecuadas de respuesta en este ámbito, sobre la base del intercambio promovido entre expertos.

Es así que en el marco del año 2001, tal como se nos ha señalado, el CICR decidió sentar las bases de una Conferencia internacional de expertos gubernamentales y no gubernamentales sobre la problemática de los desaparecidos. Para esto, el CICR, de un lado, gestionó la realización de tres estudios detallados sobre la materia -elaborados por un vasto grupo de expertos así como por instituciones relacionadas al tema-, y de otro lado, monitoreó el desarrollo de talleres temáticos de carácter preparatorio. 

Asentados entonces sobre un trabajo preparatorio que duró aproximadamente dos años, los temas planteados en la Conferencia de Ginebra, realizada del 19 al 21 de febrero del 2003, se enmarcaron en una reflexión sobre tres ámbitos de medidas relacionadas a esta problemática: en primer lugar, aquéllas medidas que permiten prevenir o evitar las desapariciones en contextos de conflicto armado o violencia interna; en segundo lugar, las medidas que tienen por objeto establecer directrices o parámetros de acción cuando una persona es dada por  desaparecida; y finalmente, las medidas que debieran dar respuesta o cubrir las necesidades de los familiares de un desaparecido. 

El Perú no fue ajeno a los trabajos preparatorios de esta Conferencia. Su aporte se tradujo en la participación de dos instituciones peruanas de prestigio en dos de los talleres temáticos. De una parte, la Defensoría del Pueblo participó en el taller encargado de reflexionar sobre 'mecanismos de prevención de desapariciones y manejo de casos de desaparecidos'. De otra parte, la Comisión de la Verdad y Reconciliación integró el taller relativo a los 'mecanismos de solución frente a la problemática de los desaparecidos'.

Un segundo aporte del Perú con relación a las expectativas de la Conferencia de Ginebra, puede verse reflejado también en la conformación ampliamente representativa de la Delegación peruana que participó en la misma, integrada por la Defensoría del Pueblo, el Ministerio Público, la Comisión de la Verdad y Reconciliación, el Ministerio de Relaciones Exteriores y el Equipo Peruano de Antropología Forense. Todas estas instituciones, como puede advertirse, desempeñan un rol fundamental con respecto a los mecanismos concretos de respuesta frente a la problemática de los desaparecidos.

La Conferencia de Ginebra resultó ser el punto de partida para la oportuna implementación, en el contexto regional, de las recomendaciones emanadas de su seno. En ese marco y en colaboración con el Comité Internacional de la Cruz Roja, el Perú se encuentra organizando la “Conferencia Regional sobre Personas Desaparecidas durante un conflicto armado o en situación de violencia interna”, la que se realizará en la sede del Ministerio de Relaciones Exteriores en la ciudad de Lima, del 28 al 30 de mayo del presente año.
La finalidad de la Conferencia de Lima será facilitar un espacio de intercambio sobre mecanismos de implementación, en los distintos contextos de la región, de algunas de las recomendaciones adoptadas por los expertos de la Conferencia de Ginebra, y que han sido materia de la excelente presentación que acaba de realizar la distinguida representante del Comité Internacional de la Cruz Roja.

En el marco del debate previsto para la Conferencia de Lima, en relación con las medidas preventivas sobre la problemática de los desparecidos a raíz de un conflicto armado o una situación de violencia interna, se abordará, de un lado, la pertinencia de la adopción de un tipo penal específico con respecto a la desaparición de personas, sea cual fuere su causa. Asimismo, se considerará la capacitación, identificación y registro de las personas que participan en las hostilidades armadas.

De otro lado, en lo que atañe a las medidas a adoptar en tales contextos de excepción, se tomará en cuenta el necesario establecimiento de reglas sobre evacuación de heridos y muertos, y la transmisión de información a los familiares de las víctimas, entre otras.

Finalmente, con respecto a las medidas post conflicto armado o violencia interna, será imperioso reflexionar en torno a reglas de identificación de cadáveres y manejo de expedientes, así como sobre una regulación que brinde respuesta a las necesidades específicas, derechos y expectativas reales de reparación de las familias de los desaparecidos.

Estamos convencidos de que la iniciativa del Estado peruano de realizar una Conferencia regional sobre la materia, contando con el apoyo y la asesoría del Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR), motivará a los países de la región a reflexionar sobre la pertinencia de adoptar medidas nacionales frente a la problemática de los desaparecidos. Por ello, se reitera la invitación para participar en esta conferencia regional a los distintos Estados miembros, extendiéndola a la propia Organización de Estados Americanos, principal organización internacional de la región.

Para concluir, cabe resaltar que resulta imperioso seguir aprovechando los foros universales y regionales, debidamente articulados, a fin de dar respuesta a los diversos retos de la región, siendo uno de ellos el de crear mecanismos concretos de respuesta frente a la problemática de los desaparecidos.

2. 
Informe sobre la Reunión Regional de Expertos con respecto a la Protección de los Bienes Culturales en caso de conflicto armado, realizada durante los días 13 y 14 de mayo del 2002, en Lima, Perú.

a.
Ponente: Embajador Eduardo Ferrero Costa, Representante Permanente de Perú ante la OEA. (Texto de la presentación: DIH/doc.17/03)

Los conflictos armados, sean cual fuere su naturaleza, dimensión o índole; constituyen escenarios que atentan contra el ser humano, su obra y su entorno vital; generando en forma inevitable y dolorosa muertos, heridos, desplazados y refugiados; así como destrucción material, entre otras situaciones. Sin embargo, la historia ha demostrado que no solamente el ser humano como tal se ve afectado por tales contextos. Las hostilidades armadas han sido también un marco de destrucción “del testimonio de la actividad creadora del hombre, es decir, las artes, los monumentos, los edificios de culto y otros símbolos de su herencia cultural”.

Frente a esta realidad, el DIH constituye un inmenso esfuerzo para establecer un marco normativo que permita mantener dentro de límites civilizados, la conducta de los Estados y de los individuos en el contexto de una guerra. Así, mediante diversos instrumentos internacionales surgidos tras la sangrienta hecatombe de la I Guerra Mundial, el DIH regula no sólo aspectos cruciales como la preservación de la vida e integridad física de las personas, combatientes y no combatientes, sino también el tema que hoy nos reúne, la protección de los bienes culturales en caso de conflicto armado. 

En tal sentido, tres son los instrumentos fundamentales del DIH sobre esta última materia: la Convención de La Haya de 1954 sobre protección de bienes culturales en caso de conflicto armado y, sus dos Protocolos, el primero de 1954 y, el segundo de 1999. Para el DIH, proteger a la población civil de los efectos nocivos de los conflictos armados implica también proteger los bienes de la misma, lo cual se sustenta en el principio según el cual respetar la dignidad de una población es también respetar su cultura.

Precisamente, reconociendo la pertinencia de una mayor participación de los Estados de esta región en los citados instrumentos, en el marco del párrafo quinto de la Resolución AG/RES 1904, de 4 de junio del 2002, la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos resolvió “invitar a los Estados Miembros que aún no lo hubieren hecho a que consideren hacerse parte de la Convención de la La Haya de 1954 para la Protección de los Bienes Culturales en caso de Conflicto Armado y su Protocolo de 1954, así como del Segundo Protocolo, de 1999, sobre protección reforzada”.

Cabe señalar, que el Perú es Estado Parte tanto de la Convención de La Haya de 1954, como de su primer Protocolo de ese mismo año. Asimismo, el Gobierno del Presidente Alejandro Toledo se encuentra próximo a remitir el texto oficial del Segundo Protocolo del año 1999 al Congreso de la República, para su aprobación legislativa y posterior ratificación por el Poder Ejecutivo.

Respecto a las expectativas de una adecuada protección de los bienes culturales en caso de conflicto armado, si bien es cierto que un alto grado de participación de los Estados en los tratados sobre la materia resulta ser un paso adelante, se hace imperioso además, que los Estados adopten en el marco de sus ordenamientos internos una serie de medidas de carácter legislativo y/o administrativo que hagan posible la efectiva aplicación de las normas contempladas en dichos tratados.

Partiendo de esta premisa, el Ministerio de Relaciones Exteriores del Perú, junto con el Instituto Nacional de Cultura -entidad peruana competente en el ámbito de la protección de los bienes culturales-, la Comisión Nacional de Estudio y Aplicación del DIH (CONADIH) –órgano consultivo del Poder Ejecutivo en materia de implementación del DIH en el marco del ordenamiento jurídico peruano-, y el Comité Internacional de la Cruz Roja, en colaboración con la UNESCO, organizaron la Reunión Regional de Expertos denominada “Proteger los bienes culturales en caso de conflicto armado: Implementación, en el plano nacional, de la reglamentación internacional sobre la materia” , que se realizó en Lima, en la sede de la Cancillería, el 13 y 14 de mayo del 2002.

El antecedente de esta reunión fue la Reunión de Expertos sobre protección de los bienes culturales en caso de conflicto armado, realizada en Ginebra, el 5 y 6 de octubre del 2000, convocada por el CICR en coordinación con UNESCO.  Cabe reconocer que el CICR es una institución humanitaria, imparcial e independiente, que dentro del marco de su mandato (conferido por la propia comunidad internacional) y a través de su Servicio de Asesoramiento en DIH, apoya a los Estados en el proceso de adopción de tales medidas. 

La reunión de Lima contó con la participación de expertos de diversos países de América Latina, un experto de la Sección de Normas Internacionales, de la División del Patrimonio Cultural de UNESCO y un experto militar español, que concentró especial atención en el examen de las medidas destinadas a aplicar eficazmente las normas existentes en este ámbito, como son la atribución de responsabilidades por parte de las autoridades competentes; la represión de las violaciones de las reglas sobre protección de bienes culturales en caso de conflicto armado y la educación, sensibilización de las fuerzas armadas, fuerzas públicas y autoridades civiles.

El evento permitió conocer los avances de algunos países de la región en esta materia. Así, resultó una referencia significativa la legislación de Cuba, Guatemala, Nicaragua y Venezuela. Con respecto a la represión de violaciones a las normas sobre protección de bienes culturales en caso de conflicto armado, el Código Penal Español de 1995 fue asimismo materia de revisión.

Entre las ideas que merecieron especial mención en la mesa final del referido evento, podemos mencionar en primer término, la inquietud por la preservación de la herencia cultural intangible. En efecto, la Convención de La Haya protege la herencia cultural tangible, material; sin embargo, no se recoge toda una riqueza que circunda al concepto de cultura, como por ejemplo las tradiciones, el folklore, entre otros. En ese sentido, se comentó que uno de los riesgos contra el patrimonio cultural intangible es precisamente el que atañe a la voluntad de algunos grupos de imponer su cultura sobre la de otros. 

Otro aspecto destacado fue el relativo a la necesidad de que algunos de los Estados suscriptores de la Convención de la Haya culminen los respectivos procesos de ratificación y se cumpla con notificar al depositario del tratado, debiendo transmitir el documento oficial respectivo al Director General de la UNESCO en el caso de los protocolos de la Convención de la Haya, por ser depositario de éstos últimos.

Por otro lado, la inscripción nacional para la protección de bienes culturales quedó evidenciada como una condición fundamental dentro de la labor de preservación de los mismos.  Y aquí se presenta un importante punto de contacto con la actual problemática en nuestro continente relativa al tráfico ilícito de estos bienes. La importancia y utilidad de la inscripción de bienes culturales en la lucha contra el tráfico ilícito de los mismos es de particular relevancia, actividad delictiva particularmente activa en países como Guatemala, Perú, El Salvador y Colombia. En este sentido, el CICR ha tenido particular interés en promover una interacción entre los organismos y los especialistas nacionales con la finalidad que se conozcan las reglas existentes para la protección de bienes culturales en tiempos de conflicto armado.

Quedó claro en la Reunión de Expertos, que ésta es una labor de largo aliento que recién se inicia y que requiere fundamentalmente el concurso de los Estados, así como el apoyo de Instituciones como el CICR para que se logren avances concretos en la materia.

Por lo tanto, los Estados debemos dar los primeros pasos para trabajar conjuntamente a fin de plantear adecuadamente el tema ante la UNESCO, toda vez que este organismo presta atención al esquema de protección de bienes culturales en caso de conflicto armado sólo en la medida en que nuestros países estén interesados en ello.  Para tales efectos, resulta indispensable, como lo ha demostrado la Reunión de Expertos de Lima, que las comisiones nacionales sean las primeras en tomar conciencia de la necesidad de poner en aplicación el DIH, particularmente en lo que respecta a la materia que concita nuestra atención.

Una experiencia tan dolorosa como la de los Balcanes evidenció que la protección del individuo no era suficiente, siendo necesario proteger también su cultura. Esta reflexión debe ser trasladada al plano regional, donde es necesario establecer contactos bilaterales entre expertos.

Se busca construir en el plano nacional en relación a la protección de los bienes culturales, para luego identificar los progresos y compartirlos con los países de la región.  Es así como ha surgido la idea de que las comisiones de aplicación de DIH mantengan reuniones por lo menos una vez al año dedicadas específicamente al tema relativo a la protección de bienes culturales en caso de conflicto armado.

En el Perú falta hacer el inventario de los bienes culturales que ameritan una protección en los términos de la Convención de 1954 y sus Protocolos. Sin embargo, el INC viene trabajando en el nivel de concientización sobre la necesaria protección del patrimonio cultural, tal como lo afirmó la Arq. Bertha Estela Benavides, Directora Gral. De Patrimonio Monumental e Histórico del Instituto Nacional de Cultura.

Así, frente al reconocimiento de que muchas otras normas de DIH, en el caso de las normas relativas a la protección del patrimonio cultural en caso de conflicto armado, éstas no son normas de carácter auto ejecutivo y, por lo mismo, requieren de una serie de normas de Derecho Interno para ser efectivamente aplicadas. El Perú, contando con el apoyo y la asesoría del Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR) y sobre la base del intercambio de los expertos participantes en la pasada Reunión Regional de Lima, se encuentra articulando, a mediano plazo, un proceso integral de implementación de la normativa internacional que atañe a este ámbito.

· Para ello, en primer lugar, se tiene en cuenta que a nivel de la represión por las violaciones de las normas en cuestión, se encuentra el proceso de tipificación de los crímenes de guerra de competencia de la Corte Penal Internacional en el marco del Código Penal peruano -proceso encargado por ley a una comisión especial- para cubrir esencialmente este requerimiento. Asimismo, un proyecto de reforma del Código de Justicia Militar contempla una tipificación concreta sobre el particular.

· En segundo lugar, con respecto a la necesaria identificación, inventario, registro y señalización de los bienes culturales peruanos que debieran ser protegidos en caso de conflicto armado, se ha establecido un contacto formal entre la Comisión Nacional de Estudio y Aplicación del DIH (CONADIH) y el Instituto Nacional de Cultura (INC) del Perú para estos efectos. Es así que sobre la base de un trabajo asociado entre ambas instituciones, el Perú ha determinado trabajar sobre la materia en el marco del año 2003.

· En tercer lugar, en relación con la educación, sensibilización y formación de las fuerzas armadas, cabe resaltar que dichas tareas podrán ser abordadas en detalle por parte del Centro de DIH de las Fuerzas Armadas, recientemente inaugurado y que tiene por mandato esencial apoyar la formación de los miembros de las Fuerzas Armadas en materia de DIH.

· Finalmente, tomando en cuenta el nutrido patrimonio cultural de los países de la región, es de considerar que abordar el tema referido a la protección de los bienes culturales en caso de conflicto armado redunda en beneficio del propio patrimonio cultural de la región. De allí que deba resaltarse positivamente la preocupación e incentivo que, sobre la materia, la OEA materializa a través de las resoluciones de la Asamblea General relativas al respeto y promoción del DIH.
b.
Comentarios: Carlos Gómez Morales. Ministro Consejero. Misión Permanente de Nicaragua ante la OEA. (Texto de la presentación: DIH/doc.19/03)

Quiero agradecer la presentación del Embajador Eduardo Ferrero  Costa, Representante Permanente del Perú por su destacada intervención en lo relativo a la Protección de Bienes Culturales en casos de Conflictos Armados.

Agradezco la designación a mi país para comentar tan importante tema  a desarrollarse en el marco de la sesión especial de la Comisión de Asuntos Jurídicos y  políticos para la promoción y el respeto del DIH.

Frente a la realidad del DIH (DIH), para establecer un marco normativo que permita mantener dentro de limites civilizados, la conducta de los Estados y los individuos en el contexto de la Guerra, felicitamos los avances que desarrolla actualmente el Perú para lograrlo. La Convención de la Haya de 1954 sobre Protección de Bienes culturales en Casos de Conflictos Armados y sus dos protocolos de 1954 y de 1999 es un avance significativo en este sentido. Es por eso que apoyamos el párrafo V de la resolución AG/RES 1904 del 4 de junio de 2002, que ya ha leído el Embajador Ferrero, cito: 

“Invitar a los Estados Miembros que aun no lo hubieren hecho a que consideren hacerse parte de la Convención de la Haya de 1954 para la Protección de los Bienes Culturales en caso de Conflicto Armado y su Protocolo de 1954, así como del Segundo Protocolo de 1999, sobre protección reforzada”. 

Apoyamos que los Estados adopten en el marco de su ordenamiento interno, medidas de carácter legislativo y/o administrativo que hagan posible la efectiva aplicación de las normas contempladas en dichos tratados.

Consideramos que el Comité Internacional de la Cruz Roja en colaboración de la UNESCO  juegan un importante papel en su esfuerzo de proteger los Bienes Culturales en caso de Conflictos Armados. Es un hecho que la protección de Bienes Culturales, sensibiliza a las fuerzas armadas, fuerza publica y autoridades civiles de una nación.

La inquietud por la preservación de la herencia cultural intangible, riqueza cultural de tradiciones y folklore entre otros, es un aporte significativo a la protección de bienes culturales, ya que es parte intrínseca de la idiosincrasia de los pueblos americanos. Apoyamos que los Estados suscriptores de la Convención de la Haya, culminen los respectivos procesos de ratificación y cumplan con notificar al depositario del tratado, debiéndose trasmitir a la Dirección General de la UNESCO en caso de los protocolos de la Convención de la Haya por ser depositario de estos últimos. 

La importancia y utilidad de la inscripción de Bienes Culturales en la lucha contra el tráfico ilícito de los mismos es de particular relevancia, actividad delictiva en varios países.

Apoyamos lo resuelto por la reunión de Expertos en Lima, que las comisiones nacionales sean las primeras en tomar conciencia de la necesidad  de poner en aplicación el DIH en esta materia de protección.  Apoyamos las reuniones anuales relativas a la protección de Bienes Culturales en caso de Conflictos Armados y que de ser posible se realicen en los países que ofrecen mayores conflictos.

El inventario de los Bienes Culturales amerita una protección en los términos de la convención de 1954 y sus protocolos, que deben de tener todos los países de América.

Un país de leyes debe contemplar la protección de los Bienes Culturales, herencia de su pasado y legado para las futuras generaciones.
III.
Avances recientes en los Estados Miembros de la OEA en relación con los temas a que se refieren las Resoluciones AG/RES. 1900 y 1904 (XXXII-O/02):

1.
Aplicación nacional del Derecho Internacional Humanitario: desarrollos recientes en Estados Americanos.

a.
Ponentes: Angela Healy, Presidenta de la Comisión Permanente para la Aplicación del Derecho Internacional Humanitario (Panamá). (Texto de la presentación: DIH/doc.16/03)

Consideraciones preliminares

Los Estados miembros de la OEA, dentro del mandato de respetar los derechos humanos en toda circunstancia, deben también velar por la aplicación del DIH que no es más que el respeto a los derechos fundamentales del ser humano aún en la circunstancia de un conflicto armado, ya sea interno, ya sea internacional, en especial, el derecho a la vida y a la integridad física de la población civil y del combatiente herido o prisionero.

Para lograr el respeto y el desarrollo del DIH, los Estados deben:

· Adoptar los instrumentos jurídicos que contemplan este derecho

· Tomar las medidas que sean necesarias para implementar el derecho adoptado

· Difundir el apropiado conocimiento del derecho adoptado.

· Apoyar los esfuerzos de universalización del derecho

Veremos, entonces, en esta presentación, los avances más recientes en el respeto y el desarrollo del DIH en Panamá, la metodología utilizada y los mecanismos de aplicación vigentes.

Avances en la ratificación de los instrumentos contentivos del DIH

La aplicación del DIH no puede ejercerse sin que antes forme parte del derecho interno de los Estados, para lo cual necesita de la ratificación de los instrumentos contentivos.

En el año 2001, la República de Panamá adoptó como Ley de la República los Protocolos I y II de 1999 de la Convención de La Haya de 1954 para la Protección de Bienes Culturales en Caso de un Conflicto Armado. En ese mismo año también fue adoptada una norma de derechos humanos convergente con el DIH: el Protocolo Facultativo de la Convención de los Derechos del Niño relativa al aumento de la edad de los menores que se enrolan a las fuerzas combatientes a un mínimo de 15 años. Es importante mencionar aquí que Panamá rindió una declaración en el sentido de aclarar que ratificábamos dicho Protocolo únicamente en el entendimiento que lo hacíamos para solidarizarnos con los esfuerzos de la comunidad internacional para aumentar la edad de enrolamiento en aquellos países que no respetaban ninguna edad, pero que en nuestro país existe una serie de normas y prácticas que prohíben el reclutamiento de menores de 18 años en ningún tipo de actividad de defensa y de policía.

Y me permito, también, aquí, aclarar que, aunque el Estado panameño ha manifestado internacionalmente en varias oportunidades su enérgico deseo de que se erradiquen de una vez por todas las minas terrestres antipersonal y aunque ha ratificado el Tratado de Ottawa, también ratificó todas las convenciones de armas convencionales para apoyar los esfuerzos que a largo plazo, a través de estos instrumentos, se pueda lograr esta meta y que en el mientras tanto estos convenios sirven para conducir a los Estados miembros a lograr el delicado equilibrio entre los intereses de seguridad nacional y los de protección humanitaria.

En marzo del año pasado, luego de un minucioso proceso de sensibilización y de capacitación de las autoridades pertinentes, se logró la ratificación del Estatuto de Roma, convirtiéndonos en fundadores de la Corte Penal Internacional, ya que fuimos de los países firmantes en Roma y uno de los primeros 60 (el No.56), necesarios para la entrada en vigor del Estatuto.

De esta manera, Panamá se convierte, en el año 2002, en uno de los países a la vanguardia del DIH en la región de Centroamérica y el Caribe, habiendo ratificado la totalidad de los instrumentos de DIH, y relacionados, más importantes.

A manera de ilustración, seguidamente el cuadro del estado de ratificación de los instrumentos contentivos de DIH, adoptados como ley de la República de Panamá:

ESTADO DE RATIFICACIÓN DE LOS DIVERSOS INSTRUMENTOS DE DIH EN LA REPUBLICA DE PANAMÁ (AL 20 DE ENERO DE 2003)

         INSTRUMENTOS                                                          FECHA DE RATIFICACIÓN

4 Convenios de Ginebra de 1949                                                              1956

Leyes No.37,38,39 y 59 de 1967

Protocolos I y II de 1977                                                                            1995

Ley No.21 de 1995

Art.90 Protocolo II (Comisión de Encuesta)                                               1999

Convención sobre el Estatuto de Refugiados de  1951*                            1977

Ley No.5 de 1977                                                                  

Protocolo de 1967*                                                                                     1977

Ley No.5 de 1977                                                                                     

Convención de La Haya de 1954                                                               1962

Ley No.36 de 1962

Protocolo I  de 1954                                                                                    2001

Ley No.6 de 2001

Protocolo II de 1999                                                                                    2001

Ley No.6 de 2001

Convención de Ottawa de 1997                                                                  1998

Ley No.50 de 1998                      

Convención Armas de 1980                                                                       1997

Ley No.66 de 1996

Protocolos I, II, III y IV de 1980                                                                1997

Ley No.66 de 1996

Protocolo II Enmendado de 1996                                                               1999

Ley No.11 de 1999

Estatuto de Roma de 1998 *                                                                       2002

Ley No.14 de 2002

Protocolo Facultativo de la Convención

de los Derechos del Niño*                                                                         2001

Ley No.48 de 2000

*Instrumentos de Derechos Humanos que convergen con el DIH

Panamá ratificó, además, las siguientes Convenciones a que se refiere la resolución AG1904 del 2002: En el año 1996  la Convención sobre la Seguridad del Personal de las Naciones Unidas, mediante Ley No. 14 de 1996, y en 1999, la Convención Interamericana contra la Fabricación y el Tráfico Ilícito de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y Otros Materiales Relacionados (CIFTA), mediante Ley No. 16 de 1999.”   

APLICACIÓN NACIONAL DEL DIH

Los instrumentos jurídicos de DIH  ratificados conllevan una serie de obligaciones para los Estados Parte para garantizar la aplicación nacional de este derecho. En cumplimiento de estos mandatos, se introducen normas en el ordenamiento interno y se crean mecanismos de aplicación y de difusión del derecho.

Elaboración y adopción de legislación interna:

Protección del emblema de la Cruz Roja y Media Luna Roja

En el año 2001 se adoptó la moderna Ley de Protección del Emblema de la Cruz Roja y de la Media Luna Roja que establece sanciones administrativas y pecuniarias, logro cumbre de ese año, ya que no existía en el ordenamiento jurídico panameño norma de aplicación nacional de la norma internacional adoptada en los Convenios de Ginebra de 1949. Gracias a esta norma y a los trabajos de difusión de la sociedad nacional de la Cruz Roja Panameña y de la Comisión de Aplicación del DIH (CPDIH), numerosas instituciones y locales comerciales han cesado en el inapropiado uso de estos emblemas. Actualmente, se está trabajando en la inclusión de un tipo penal para el uso pérfido.

Tipificación de las conductas prohibidas por los Convenios de DIH

La Comisión de Aplicación de DIH de Panamá elaboró una propuesta legislativa para adicionar al Código Penal normativa tendiente a establecer los tipos penales de las conductas graves prohibidas en los instrumentos de DIH de que Panamá es parte, incluyendo el uso pérfido del emblema de la cruz roja y la media luna roja, los crímenes de competencia de la corte y uso de armas prohibidas entre otras.

En relación a la aplicación del Tratado de Ottawa, es menester aclarar, aquí, que la República de Panamá no fabrica ni ha fabricado ni en su territorio ni en ninguna otra parte mina terrestre antipersonal alguna y que tampoco posee existencias de minas terrestres antipersonal en arsenal ni ninguno de sus dispositivos de operación.  También es menester aclarar aquí, como ya se ha dispuesto en el informe del Tratado de Ottawa rendido por mi país, que ya contábamos con legislación de control de fabricación y trasiego de armas de guerra, desde el nivel constitucional.

Establecimiento de Comisiones Nacionales de Aplicación

La República de Panamá, atendiendo las obligaciones dimanadas de los Protocolos Adicionales de 1977 de los Convenios de Ginebra de 1949, instituyó, dos años después de su ratificación, una comisión de aplicación de DIH, la Comisión Nacional Permanente para la Aplicación del DIH, conocida también como CPDIH, como una de las medidas de aplicación de este derecho. Fue creada mediante Decreto Ejecutivo No. 154 de 1997 cual fue reformado mediante Decreto Ejecutivo No. 165 de  1999. Y está en vísperas de ser nuevamente reformado. La conforman doce instituciones del Estado y la sociedad civil está representada por la Cruz Roja Panameña y cuenta con la Asesoría Permanente del Comité Internacional de la Cruz Roja. El Ministerio de Relaciones Exteriores es el responsable de su administración y la preside. La CPDIH se reúne bimestralmente y cuenta con un Reglamento Interno que se revisa anualmente. Trabaja conforme Planes de tres años de largo plazo y planes anuales que se elaboran a inicios del año y se evalúan a fin de año. 

La CPDIH se encarga de estar al día en el conocimiento adecuado del DIH, de difundirlo y de sensibilizar a los funcionarios públicos en la importancia de adoptar y de implementar los instrumentos jurídicos encargados de proteger a la población civil en caso de sobrevenir un conflicto armado. Desde su establecimiento, ha sido muy activa en sus funciones y ha demostrado ser de gran estímulo y un mecanismo eficaz en el conocimiento, la adopción, la implementación y la difusión de importantes instrumentos jurídicos internacionales.

La CPDIH, a través del envío de notas, de la celebración de charlas, seminarios y conversatorios, de su participación en programas radiales y en publicaciones de periódico y a través de la conmemoración de fechas importantes en el DIH, ha jugado un papel importantísimo en el respeto y la promoción de este derecho y ha recomendado e instaurado proyectos y mecanismos de implementación a nivel interno. Así, desde la entrada en funcionamiento de la CPDIH, la República de Panamá ha adoptado los siguientes instrumentos jurídicos: Convención sobre Armas Convencionales de 1980; Protocolos I, II, III y IV y Protocolo Modificado de la Convención de 1980; Convención de Ottawa sobre Minas Antipersonal; Protocolos I y II de la Convención de La Haya sobre Bienes Culturales, Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño; Estatuto de Roma; y la Ley sobre Protección del Emblema de la Cruz Roja y de la Media Luna Roja.

Les mencionaré un ejemplo de esta promoción del DIH: En apartado anterior les mencionaba que Panamá fue de los países fundadores de la Corte Penal Internacional. Pero el proceso no fue fácil: La CPDIH se dio a la tarea de enfocar los puntos que podían ser sensitivos a la opinión pública, los conceptos que eran nuevos para el derecho penal clásico e hizo un estudio de la constitucionalidad del convenio para explicar a las autoridades pertinentes las ideas contenidas y que las mismas no serían contrarias al ordenamiento positivo interno y si resultaba que lo eran, este último debía ser reformado para poder darle cabida a la ratificación del Estatuto. Se hicieron, además, talleres de interpretación, conjuntamente con derecho comparado y jurisprudencia internacional con el constante apoyo de los asesores jurídicos del CICR. Permítanme, aquí, hacer un merecido reconocimiento a la Dra. Tathiana Flores Acuña, Asesora del CICR en San José, quien siempre ha estado a la disposición de la CPDIH y al excanciller panameño, Dr. José Miguel Alemán, quien apoyó todas las actividades de la CPDIH.

Y como ejemplo de implementación, puedo volver a mencionar que, así como la Subcomisión Legislativa de la CPDIH elaboró la actual Ley sobre Protección del Emblema, así también ha elaborado una propuesta para modificar el Código Penal con el fin de que se tipifiquen las conductas violatorias de DIH incluyendo las de competencia de la Corte Penal Internacional; proyecto que propondrá próximamente a las autoridades pertinentes. 

La Comisión ha logrado que se dicten cursos permanentes, tanto en la Escuela de Relaciones Internacionales de la Universidad de Panamá (que ha producido innumerables monografías sobre el tema) como en la Academia de Policía. Actualmente se esfuerza en el establecimiento de un curso permanente tanto en la Escuela de Derecho de la Universidad de Panamá como en el Servicio Aéreo Nacional. 

La CPDIH brinda, para consulta del público en general, material didáctico e informativo especializado que ha sido donado por el Comité Internacional de la Cruz Roja.

Además, la Comisión se encarga de exhortar al Gobierno Nacional para que envíe la representación del Estado panameño a los eventos internacionales relacionados con temas de relevancia para la cooperación internacional en el respeto y el desarrollo del DIH.

Igualmente, la CPDIH exhorta a los funcionarios públicos a cumplir con la entrega de informes periódicos que exigen ciertos instrumentos internacionales

Promoción y apoyo solidario en la universalización del DIH

Ahora bien, para que el DIH se cumpla cabalmente y sea efectivo, no basta con la ratificación, la aplicación y la difusión dentro de las fronteras de un país, sino que no puede lograrse hasta no se alcance la universalización y el respeto global de este derecho. Por ello, los Estado deben promover fuera de sus propias fronteras el DIH, solidarizarse con los esfuerzos del CICR y las organizaciones afines en esta promoción y coordinar y colaborar con todos los Estados miembros en la ratificación de los instrumentos y en la difusión de las normas en ellos contenidas y participar en las conferencias encaminadas al perfeccionamiento del DIH y al cumplimiento universal de las obligaciones voluntariamente contraídas.

La República de Panamá hace encomiables esfuerzos para estar presente en las actividades de relevancia que la comunidad internacional convoca en aras del desarrollo y la universalización del DIH. Como ejemplo de ello, puedo mencionar mi propia  presencia hoy aquí y también que Panamá ha enviado delegados a los siguientes eventos en los últimos dos años:

     Reuniones Inter. sesiones de los Comités del Tratado de Ottawa, celebradas en Ginebra 

     en febrero de 2003- Técnica

     Ceremonia Inaugural de la Corte Penal Internacional, en La Haya en marzo de 2003- 

     Diplomática

     Primera Asamblea de Estados Parte del Estatuto de Roma, septiembre de 2001 y febrero        

     de 2002- Diplomática

     Reunión de Estados Parte de la Convención de Armas Convencionales 

     (CCW),  celebrada en Ginebra el 12 y 13 de diciembre de 2002.-Diplomática.

     Reunión de Estados Parte del Protocolo II Enmendado de la Convención de Armas 

     Convencionales (APIICCW), celebrada en Ginebra el 10 de diciembre de 2002.-

     Diplomática

     Reunión Regional sobre Protección de Bienes Culturales celebrada en  

     Lima, en mayo de 2002. (Invitación exclusiva del CICR para  la CPDIH)-Técnica

     Reunión Universal de Comisiones Nacionales de Aplicación del Derecho         

     Internacional Humanitario, celebrada en Suiza, en febrero de 2002.(Invitación exclusiva 

     del CICR para la CPDIH)-Técnica

     III Reunión de Estados Parte del Tratado de Ottawa, llevada a cabo en 

     Managua, en septiembre de 2001.- Diplomática (funcionario sede) 

     Seminario sobre Ratificación del Estatuto de Roma que crea la Corte Penal 

     Internacional,  realizado en Buenos Aires, en junio de 2001-Técnica

Como puede desprenderse de esta ponencia, es obvia la disposición que tiene el Estado panameño de cumplir con lo propuesto en las Resoluciones 1900 y 1904. 

Para finalizar, expreso mi profundo agradecimiento a los organizadores de este evento, a la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos de la Comisión Permanente de la OEA, al Comité Internacional de la Cruz Roja y al Embajador de nuestra Misión Permanente, Juan Manuel Castulovich, que hicieron posible mi presencia hoy aquí y, ante todo, agradezco nuevamente la atención de todos los presentes.


b.
Mauricio Alice, Primer Secretario, Representante Alterno de Argentina ante la OEA. (Texto de la presentación: DIH/doc.21/03 rev.1)

Quiero, en primer término, agradecer en nombre de mi gobierno y en el mío propio la invitación a participar en esta sesión especial de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos de la OEA para la promoción y respeto del DIH.

Me referiré, en primer término, a los principios que han orientado la actuación del gobierno argentino a la luz de los Convenios de Ginebra de 1949 y de las normas que posteriormente se adoptaron como complemento de aquellos para proteger a las víctimas de los conflictos armados.

La evolución del DIH a lo largo del tiempo ha puesto de manifiesto cuán difícil es no sólo obtener resultados concretos en el mantenimiento de la paz, sino también en lo que se refiere al respeto de las normas aplicables a los conflictos armados. La realidad que ofrecen ciertos conflictos es particularmente preocupante en la medida en que revela una brecha entre el nivel de evolución de la norma jurídica y el grado de observancia de la misma, en particular en lo que hace al respeto de las normas relacionadas con la protección de civiles.

Como se sabe, el DIH, como una de las ramas del derecho, no constituye un cuerpo estático, sino que más bien se desarrolla, avanza para contemplar nuevos requerimientos y circunstancias, que se  ponen de manifiesto en el proceso de negociación y de adopción de sus normas. Sin embargo, podemos afirmar que la comunidad internacional cuenta hoy día con un cuerpo normativo que podríamos considerar como generalmente satisfactorio, por lo que resulta prioritario, entonces, concentrar los esfuerzos en su aplicación.

El castigo de responsables de violaciones al DIH no solamente es esencial para prevenir las atrocidades y combatir la impunidad, también es un componente indispensable para una paz estable. Ahora bien, la importancia de hacer efectiva la responsabilidad internacional de los autores de crímenes de guerra no debe hacernos olvidar la responsabilidad que recae sobre los propios Estados para la promoción y aplicación del DIH. El primer artículo común de los Convenios de Ginebra establece claramente que son los Estados los responsables de respetar y de hacer respetar el DIH en todas las circunstancias; es decir, con independencia de su cumplimiento por otros Estados.

La Argentina otorga especial importancia a la observancia, al respeto y al desarrollo de las normas del DIH. Es Parte de los tratados más importantes en esta materia. Nuestro país ha bregado siempre por el estricto cumplimiento y el continuo fortalecimiento de los Convenios de Ginebra y de las otras normas de DIH en todo conflicto en el cual sean aplicables. En ese sentido, la República Argentina es Parte de los Convenios de Ginebra de 1949 para la protección de las víctimas de guerra, desde el año 1957; de los Protocolos Adicionales de 1977, desde el año 1987; de la Convención de La Haya de 1954 para la protección de los bienes culturales en caso de conflicto armado y su Reglamento, desde el año 1989; del II Protocolo de la Convención del 1954; y de la Convención de 1980 sobre prohibiciones o restricciones del empleo de ciertas armas convencionales; y, también, es Parte de sus cuatro Protocolos -tres de ellos desde el año 1995 y el cuarto desde 1998. Ha reconocido la competencia de la Comisión Internacional de Encuesta, en los términos del artículo 90 del Protocolo Adicional I de 1977; y ha ratificado en septiembre del año 1999 la Convención de Ottawa sobre prohibición del empleo, almacenamiento, producción y transferencia de minas antipersonales. Ha presentado los informes correspondientes en este ámbito. Además, por un canje de notas con el Reino Unido bajo cláusula de salvaguarda de soberanía, se está realizando un estudio de factibilidad para la remoción de minas terrestres en las islas Malvinas.

De igual modo, nuestro país ha apoyado firmemente la creación, en el ámbito de Naciones Unidas, de tribunales internacionales especiales para la ex Yugoslavia y para Rwanda, así como de la Corte Penal Internacional, en particular. La Argentina ratificó el Estatuto de Roma de la Corte Penal el 8 de febrero de 2001, siendo uno de sus Estados fundadores. Una comisión interministerial fue creada para elaborar un proyecto de ley para implementar a nivel interno el Estatuto, de manera de asegurar el cumplimiento de las obligaciones contraídas y de promover el eficaz funcionamiento de este tribunal. Entre estas normas figuran disposiciones que tipifican en nuestro Derecho penal los crímenes internacionales de competencia de la Corte, lo que habilitará a los tribunales nacionales a ejercer jurisdicción sobre los tipos penales específicos: el crimen de genocidio, los crímenes de lesa humanidad y los crímenes de guerra.

Asimismo, la Argentina no sólo otorga especial importancia a la observancia, respeto y cumplimiento de las normas de Derecho Internacional sino que ha puesto particular énfasis en la necesidad  de que el derecho existente en la materia sea ampliado en su contenido, mediante la elaboración de nuevas normas.

Nuestro país también ha participado activamente en el desarrollo normativo propio de esta región y en relación con la temática que nos ocupa. Así, a través de la OEA, se sancionó el primer instrumento regional vinculante con respecto al comercio ilícito de armas pequeñas y ligeras, que es la Convención Interamericana contra el tráfico ilícito de armas de fuego, sus partes y municiones, de la que la Argentina es Parte desde noviembre de 2001. Argentina sostiene que el punto de partida para combatir la amenaza que dicho tráfico implica, en cuanto a la proliferación de armas en manos de la sociedad civil, es la estandarización de normas y de criterios, y la existencia y coordinación de organismos de control. Asimismo, la promoción de la responsabilidad de los Estados con relación a la exportación, a la importación, al tránsito y a la transferencia de estas armas es y debe ser el eje fundamental para el efectivo combate del tráfico ilícito. En ese sentido, Argentina pone especial interés en la prevención, tanto por las vías penales como por otros medios, como el control del sistema financiero, el control fronterizo para prevenir el contrabando y el accionar de sus fuerzas policiales y de seguridad. 

En esto comparte la importancia de fortalecer las experiencias y las medidas ya adoptadas tanto a nivel regional como a nivel global. La República Argentina ha suscripto recientemente en el ámbito global el Protocolo contra la fabricación y el tráfico ilícito de armas de fuego, sus piezas y componentes y munición, que es adicional a la Convención de Palermo sobre delincuencia organizada transnacional. En tanto, a nivel subregional, en el ámbito del MERCOSUR + 2, (MERCOSUR + Bolivia y Chile) se han establecido una serie de iniciativas para abordar también la temática de armas: en primer lugar la creación de un Registro Común de vendedores y de compradores de armas de fuego, partes y municiones; y, en segundo lugar, la constitución de un Grupo de Armas de Fuego que está dirigido a la armonización legislativa en estos países y al aumento de la cooperación y al desarrollo del ámbito de coordinación. 

Por otra parte, la República Argentina ha instalado en diversos foros la necesidad de respetar los principios de neutralidad, de imparcialidad y humanidad en las tareas de asistencia humanitaria, tanto aquellas que están a cargo de los Estados como las de las organizaciones no gubernamentales. La Argentina apoya la elaboración de un instrumento jurídico destinado a regular la aplicación del DIH y del Derecho de los conflictos armados a las operaciones de las Naciones Unidas, y ha expresado su beneplácito al Secretario General de la Organización por su boletín referido a la observancia del DIH por las fuerzas de paz de las Naciones Unidas. Consideramos importante que todas las partes en un conflicto armado cumplan con estas normas sin ninguna distinción. 

Cabe destacar que existe una amplia coincidencia entre la República Argentina y el Comité Internacional de la Cruz Roja con respecto a la correcta aplicación de las normas de DIH. Asimismo, la actitud tradicional de la Argentina ha sido la de participar en forma activa y plena en las sesiones de la Conferencia Internacional de la Cruz Roja y de la Media Luna Roja, así como también apoyar las iniciativas y las actividades emprendidas por el Comité Internacional de la Cruz Roja, incluyendo sus incansables esfuerzos no sólo en la aplicación sino también en la difusión y en la enseñanza del DIH.

Si tenemos en cuenta que la incorporación en el ordenamiento jurídico interno de las normas del DIH es crucial para su implementación, efectividad y perfeccionamiento, un componente muy útil en ese sentido lo constituyen las Comisiones Nacionales de Aplicación del DIH, al fomentar el debate y asistir a los gobiernos en aquel proceso. Sobre esa base, el gobierno argentino creó en 1994 la Comisión de Aplicación del DIH, integrada por representantes de los Ministerios de Defensa, de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto; de Interior; y de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos. 

Las actividades que ha desarrollado la Comisión Nacional desde el año 1994 a la fecha son variadas y han producido resultados no poco significativos, que agruparemos en cuatro categorías:

MEDIDAS LEGALES EN EL ÁMBITO CIVIL Y MILITAR:

· Proyecto de ley de protección del uso del emblema de la Cruz Roja: la Comisión Nacional elaboró un proyecto de ley en este sentido, el cual caducó en su tratamiento parlamentario en dos oportunidades. Actualmente la Comisión está reviendo este proyecto de ley, en colaboración con el Comité Internacional de la Cruz Roja, y esperamos poder presentarlo nuevamente al Congreso nacional para su aprobación en una fecha próxima.

· Incorporación al Código Penal de las figuras específicas penales que constituyan infracciones graves al DIH: La Comisión también había elaborado en su momento -con anterioridad a que Argentina se transformara en parte del Estatuto de Roma para la Corte Penal Internacional- un proyecto de ley por el cual se incorporaban al Código Penal las figuras específicas que constituían infracciones graves al DIH. Este proyecto de ley fue ampliamente superado por el proyecto elaborado por la Comisión Interministerial para la Implementación del Estatuto de Roma. 

· Incorporación al Código de Justicia Militar de las figuras penales específicas que constituyen infracciones graves al DIH: esto ya se ha materializado en el proyecto de ley de reforma al Código de Justicia Militar.

· Propuesta de creación de una comisión de trabajo dedicada a la actualización del Reglamento Conjunto de Leyes de Guerra que fue formulada por la CADIH y tomada por el Estado Mayor Conjunto que constituyó en el año 2001 dicha comisión.

ENSEÑANZA Y DIFUSIÓN DEL DIH EN LOS ÁMBITOS CIVIL Y MILITAR:

La CADIH ha llevado adelante desde su creación una serie de actividades de enseñanza y difusión del DIH, tanto en el ámbito civil cuanto militar. Asimismo, se ha realizado el diseño curricular destinado a la enseñanza del DIH a nivel secundario y universitario.

ACTIVIDADES DE RELACIONAMIENTO EXTERNO:

· Colaboración con otras Comisiones Nacionales: la CADIH ha tomado contacto con otras Comisiones Nacionales de Aplicación, a fin de intercambiar información y experiencias y evaluar las posibilidades de cooperación existentes. En tal sentido, se han mantenido una serie de contactos regulares con la Comisión Nacional de Aplicación chilena y también se han iniciado contactos con la Comisión Nacional de Aplicación de la República de Bolivia.

· Creación de una Oficina Nacional de Informaciones: lo que se hizo efectivo en el ámbito de la Cancillería argentina, donde la Dirección  General de Consejería Legal asumió las funciones de dicha oficina.

· Convención de Ottawa: también la Comisión ha aprobado, entre sus actividades de difusión, un programa de concientización sobre las minas antipersonales y sus efectos. 

PROGRAMA DE TRABAJO:


La Comisión tiene previsto en su programa de trabajo las siguientes tareas:

· Modificaciones en las regulaciones postales a efectos de incluir las franquicias previstas en los arts. 74 y 124 (Conv.III).

· Relevamiento de las unidades sanitarias fijas en el ámbito de todo el territorio nacional.

· Relevamiento de obras que contienen fuerzas peligrosas.

· Relevamiento de organismos de protección civil estatales y privados del país y establecimientos y unidades destinados a la ejecución de tareas propias de tales organismos; y examen de sus Estatutos.

· Propuestas de estudios referidos a la constitución de localidades y zonas bajo protección especial.

· Reglamentación de la obligación de los Estados parte en cuanto al empleo de armas nuevas.

· Verificación de lo previsto en el art. 36 (PA I) con respecto a la producción, adquisición, importación y exportación de armas, sistemas de lanzamiento, proyectiles y demás material bélico.

· Adopción de tarjetas de identidad para miembros del personal sanitario, religioso y de Fuerzas Armadas.

· Establecimiento de medidas a tomar en cuanto a la correspondencia de los prisioneros.

Al concluir esta presentación, deseo reiterar el agradecimiento de mi gobierno por la invitación a participar en esta sesión especial, a la vez que reafirmar la activa participación que le ha cabido y le cabe a la República Argentina en la promoción, afirmación y observancia de las normas del DIH. Al mismo tiempo quiero extender el reconocimiento del gobierno argentino a la labor que desarrolla el Comité Internacional de la Cruz Roja en la tarea de difundir, como en esta oportunidad, el conocimiento acerca de las normas de una de las ramas más importantes del derecho internacional.

c.
Embajador Claudio Troncoso. Ministerio de Relaciones Exteriores. Chile (Texto de la presentación: DIH/doc.13/03).

Las normas del derecho humanitario internacional reconocen larga data, pero cobran especial significado luego del término de la segunda guerra mundial.

Cambio del escenario internacional. Conmoción mundial por los crímenes en masa cometidos en dicha conflagración mundial. Creación de las Naciones Unidas. Protección de la persona humana. Juicios de Nuremberg y Tokio y adopción de Convenciones contra el Genocidio y Convenios de Ginebra.

Chile firmó y ratificó los principales Convenios en relativamente poco tiempo. La Convención contra el Genocidio de 1948 el 3 de Junio de 1953 y los 4 Convenios de Ginebra de 1949 el 12 de Octubre de 1950. Los Protocolos I y II fueron ratificados por Chile, por su parte el 24 de Abril de 1991 (D. Of. 28.12.91)

Ya en esa época se pensaba que esta clase de crímenes podría ser juzgada en el Estado en donde ocurrieran los hechos o por una Corte Penal Internacional. El parlamento chileno aprobó estas disposiciones ya al inicio de los años 50 y nadie advirtió algún problema de constitucionalidad.

En los Convenios de Ginebra de 1949 el estado de Chile se obligó internacionalmente a perseguir y castigar los actos constitutivos de infracciones a los usos o costumbres de la guerra, tanto en conflictos armados internacionales como en los que no tiene carácter internacional. Esta obligación se desarrolló aún más con la adopción de los Protocolos adicionales I y II de 1977 que Chile ratificó el 24 de Abril de 1991

Bien sabemos que el mundo ha debido esperar más de cincuenta años para ver realizado ese viejo anhelo de una jurisdicción penal internacional, para conocer de los más graves crímenes internacionales. Ello recién se ha hecho realidad con la constitución de la Corte Penal Internacional.

Ahora bien, tanto la Convención contra el Genocidio como los Convenios de Ginebra contienen normas que requieren ser desarrolladas desde el punto de vista normativo por parte de los Estados.

Sin duda que una de las principales normas dicen relación con los llamados mandatos de incriminación, por el cual los Estados se obligan a incriminar en su ley penal interna determinada clase de crímenes, asignándole una pena adecuada a su gravedad.

Tal es el caso del crimen de Genocidio y de las infracciones graves que contemplan los Convenios de Ginebra.

Chile como ya señaláramos es parte de estos tratados desde sus comienzos. Sin embargo, permanece aún pendiente el cumplimiento de estos mandatos que requieren la modificación de la legislación doméstica. 

Se pueden aventurar razones para este retraso. Sin duda el carácter excepcional de las normas del DIH, puesto que están destinadas a aplicarse en caso de conflictos armados, podría ser una de ellas, en torno a la urgencia para bordar este tema. 

En este sentido creo que es interesante recatar el concepto que el Profesor Cancado Trindade, Presidente de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, da respecto de las obligaciones del Estado en el capo del DIH.: la obligación de respetar y hacer respetar estas normas. Bajo este concepto la responsabilidad del Estado no es meramente individual en torno a cumplir con estas reglas, sino que conlleva una responsabilidad colectiva con otros Estados en orden a hacerlas cumplir.

Señala el citado jurista que “ el binomio “respetar/hacer respetar” significa que las obligaciones de los Estados Partes abarcan incondicionalmente el deber de asegurar el cumplimiento de las disposiciones de aquellos tratados por todos sus órganos y agentes, así como por todas las personas sujetas a su jurisdicción, y el deber de asegurar que sus disposiciones sean respetadas por todos, en particular por los demás Estados Partes.

Ello también se conecta hoy con la discusión acerca de la responsabilidad de protección derivada de la antigua intervención humanitaria.

Esta falta de urgencia en torno a legislar en esta materia ha cambiado en los últimos años derivada de la propia experiencia de nuestros países marcada por la violación masiva y sistemática de los derechos humanos llevada a cabo por los regímenes de fuerza de hace algunas décadas y la emergencia de una nueva realidad mundial post guerra fría.

Es así que con la mayor intervención del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas en distintos conflictos regionales desde inicios de los años 90, la mayor cantidad de Misiones de Paz que se han dispuesto y la constitución de Tribunales Penales Internacionales, como los de la ex Yugoslavia y Ruanda, se ha acentuado la necesidad de cumplir de manera cada vez más efectiva las normas del derecho humanitario internacional. Un punto culminante en esta materia lo constituye la adopción en Roma del Estatuto la Corte Penal Internacional.

Con la adopción de este tratado y su reciente entrada en vigor la incriminación de las infracciones graves a los Convenios de Ginebra, como los demás crímenes de competencia de la Corte pasa a ser un elemento necesario para afirmar la jurisdicción de los tribunales nacionales sobre estos crímenes en virtud del principio de la complementariedad.

En el caso de Chile el informe de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación, constituida en 1990 para investigar las más graves violaciones a los derechos humanos ocurridas entre 1973 y 1990, ya incluyó dentro de sus recomendaciones la necesidad de dictar normas complementarias para la debida implementación de los tratados, haciendo mención, a título ejemplar, que la Convención contra el Genocidio impone a los Estados el deber de tipificar y sancionar en las respectivas legislaciones penales, el delito de genocidio, lo que hasta ahora no se ha hecho en Chile, afirmaba el informe. Lo propio vale, decimos nosotros para las infracciones graves de los Convenios de Ginebra. A su vez el citado informe enfatizaba la necesidad de estudiar la forma de incorporar a los programas de estudio de las escuelas matrices, y en general, a los centros de formación y perfeccionamiento de los institutos armados, en la medida que esto no haya ocurrido, asignaturas o contenidos relativo a los derechos humanos y al DIH, poniendo énfasis en las obligaciones que a propósito de estos derechos tienen estas instituciones.

Un punto importante en orden a avanzar en la adopción de medidas nacionales para cumplir las obligaciones internacionales en materia de derecho humanitario lo han constituido el establecimiento de Comisiones Nacionales de Derecho Humanitario.

En el caso de Chile mediante Decreto Supremo de 31 de Agosto de 1994 se dispuso la creación de una comisión interministerial denominada “Comisión Nacional de Derecho Humanitario,” integrada por el Director de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Relaciones Exteriores, quien la preside, y por representantes de los Ministerio del Interior, Defensa Nacional, Justicia, Educación y Salud. Cabe señalar que la Comisión acordó integrar a sus reuniones a la Dirección de Derechos Humanos de la Cancillería. 

Según mandato legal, corresponde a la Comisión estudiar y proponer a las autoridades competentes las medidas pertinentes para la aplicación efectiva de los Convenios de Ginebra de 1949 y sus Protocolos Adicionales I y II de 1977, pudiendo a tal efecto elaborar proyectos de normas de orden legislativo o reglamentario que tengan por finalidad la aplicación de los aludidos instrumentos internacionales. Para el cumplimiento de sus funciones, la comisión está facultada para recabar información y asesoramiento de instituciones públicas y privadas relacionadas con la materia.

Entre los logros alcanzados cabe destacar la dictación de la Ley Nº 19.511, de 31  de julio de 1997, publicada en el Diario Oficial de fecha 3 de setiembre de ese mismo año, que modifica la Ley Nº 6.371, sobre “Protección al Emblema de la Cruz Roja”. El objetivo principal de esta iniciativa legal, es reafirmar la protección de dicho emblema, elevando la multa impuesta a su infracción, que había quedado completamente desactualizada, como asimismo, excluir  del antiguo texto las menciones a los Convenios de Ginebra de 1906 y 1929, por estar comprendidas en los Convenios de 1949 y, al mismo tiempo, actualizar su texto a estos últimos Convenios, dejándola vigente respecto de Convenios que puedan aprobarse a futuro sobre la misma materia. Además se adecuó su articulado a las disposiciones contenidas en los Convenios de Ginebra de 1949 y sus protocolos Adicionales I y II de 1977.  

En el cumplimiento de sus objetivos, la Comisión ha tenido como preocupación fundamental y prioritaria la incorporación a nuestro derecho interno de las normas de los Convenios de Ginebra de 1949 y de sus Protocolos Adicionales de 1977. En esta materia el objetivo es elevar a las autoridades pertinentes una propuesta normativa al respecto. 

En las sesiones iniciales de la Comisión Nacional de Derecho Humanitario y luego de una exposición del Abogado Sr. José Zalaquett, actual integrante de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos se analizó la metodología necesaria para abordar el trabajo de implementación de la normativa internacional que regula esta materia en el derecho interno, en particular en materia de represión de los crímenes de guerra.

Al respecto, hubo acuerdo en que esta labor debía cumplir las siguientes etapas:

· Comparar la tipología de los instrumentos internacionales con las de aquellas disposiciones del Código de Justicia Militar y del Código penal que pudieren existir sobre el tema.

· Confrontar la normativa internacional en materia internacional en relación a las disposiciones vigentes en la materia, con el objeto de detectar los vacíos e insuficiencias existentes en dicha legislación.

· Efectuar una propuesta normativa como corolario del trabajo anterior.

· Estudiar problemas particulares que se presentan en la aplicación de las referidas disposiciones internacionales.

A los efectos antes señalados, el Ministerio de Relaciones Exteriores, a través de su Dirección de Asuntos Jurídicos preparó un documento, de los compromisos internacionales que obligan a Chile en la materia distinguiendo las normas que pueden ser aplicadas directamente de aquellas que precisan de un desarrollo normativo interno, distinguiendo en este último caso las que versan sobre materias de ley de las que son objeto de la potestad reglamentaria del Poder Ejecutivo.

A su vez, el Ministerio de Justicia solicitó la colaboración del Departamento de Derecho Penal de la Universidad de Chile  con el objeto de analizar los nuevos tipos penales así como la legislación comparada, especialmente de Alemania y España. Se ha incluido en su análisis el Estatuto de la Corte Penal Internacional de julio de 1998. A la fecha se ha elaborado un anteproyecto de ley que incorpora al derecho interno los nuevos tipos penales derivados de los instrumentos  internacionales en referencia. Actualmente se está analizando con el Ministerio de Justicia la estrategia prelegislativa respecto de este anteproyecto. El tema ha estado ligado también a la tramitación en nuestro Congreso del estatuto de Roma sobre la Corte penal Internacional, el luego de haber sido aprobado en la Cámara de Diputados, ha sido objeto de un pronunciamiento del Tribunal Constitucional, en el sentido que se requiere de una reforma constitucional previa a su aprobación parlamentaria. Actualmente de debate en nuestro Parlamento dicha reforma constitucional, lo que naturalmente demandará tiempo en lograr los consensos necesarios para aprobar dicha enmienda constitucional. Este escenario debe ser tomado en cuenta a la hora de determinar la oportunidad para debatir en nuestro parlamento la ley penal de implementación.

Igualmente y dentro del mismo ámbito, la Comisión analizó el estado de participación de Chile en los Tratados de DIH. Se observó que sólo la Convención de 1954, sobre “Protección de los Bienes Culturales en caso de Conflicto Armado” no registraba ninguna tramitación tendiente a obtener su aprobación legislativa y posterior adhesión. En los Archivos de la Dirección de Asuntos Jurídicos de la Cancillería, se registra que –en su época- se objetó la adhesión  a esta Convención, porque implicaría la derogación tácita y parcial del Artículo 640 del Código Civil, que contempla la captura bélica como una forma de apropiación.

En la Reunión de los Estados Partes de la Convención en referencia, celebrada en noviembre de 1999,  se adoptó la Resolución de invitar a los Estados que aún no eran Partes de la Convención de 1954 a adherirse a ella. La Comisión que presido, acordó que los representantes de los Ministerios de Educación, Defensa y Justicia, consultaran con sus respectivas Instituciones el texto de la Convención, a fin de determinar si existe alguna objeción que impida a Chile adherirse a ella. De conformidad a las respuestas recibidas no habría inconveniente para ello. Por lo tanto, se acordará su envío al Congreso Nacional.

Otra área fundamental es la difusión del Derecho Humanitario, siendo las distintas ramas de las Fuerzas Armadas, a través de las respectivas Academias de Guerra, las más directamente vinculadas con su aplicación. De acuerdo a lo informado  a esta Comisión, esta disciplina se ha incorporado a los planes de estudio de las Academias aludidas y en la Escuela Militar se imparte un curso sobre Derechos Humanos. Este tema de la difusión, conocimiento y debida comprensión  de las reglas del DIH nos parece de capital importancia para su aplicación. De nada serviría dictar cátedra sobre el derecho humanitario si estas normas no se aplicaran en la práctica por sus destinatarios, especialmente por las Fuerzas Armadas, instituciones, por definición, preparadas para enfrentar escenarios de conflicto bélico. En este sentido es de destacar la invitación que el Estado Mayor de la Defensa nacional formuló a los miembros de la Comisión Nacional para presenciar un Juego Guerra, a los efectos de conocer de que manera la variable humanitaria participa en las decisiones bélicas de las Fuerzas Armadas de nuestro país.

En el ámbito educacional se ha intentado incorporar este tema en el curriculum escolar. El Ministerio de Educación ha señalado que no obstante no existir una referencia directa al DIH en los objetivos fundamentales y contenidos mínimos obligatorios de la enseñanza básica, se consideran temáticas vinculadas a este tipo de derechos, como el respeto y cultivo de los derechos humanos, el reconocimiento de la dignidad de la persona humana, la educación para la paz, el fortalecimiento de la convivencia democrática, entre otros. El 19 de Agosto de 1999 el Ministerio de Educación celebró el “Día Escolar por la Paz y la No Violencia”, incorporando la temática del DIH. A su vez la Cruz roja Internacional hizo entrega del Ministerio de Educación de 120.000 ejemplares de material educativo, dirigido especialmente a los Profesores. La Cruz Roja Chilena, por su parte, en la última semana de noviembre de primera de diciembre de 2001, impartió un Curso de Capacitación a Profesores del Ministerio de Educación sobre DIH.

La Comisión, en el marco de sus tareas, mantiene una permanente coordinación y colaboración con el Comité Internacional de la Cruz Roja, especialmente a través de la Delegación Regional para Argentina, Bolivia, Chile Paraguay y el Uruguay.

En octubre de 2001, se envió a solicitud de la CIRC, un completo informe sobre el estado de aplicación del DIH en Chile y la participación de la Comisión en esta tarea. El Comité otorga el carácter de “reservada” a la información entregada. El documento conjuntamente con la información recibida del resto de los países latinoamericanos, se tuvo a la vista en la Segunda Reunión de Asesores Jurídicos del Servicio de Asesoramiento de DIH del CIRC, que se celebró en Ciudad de México en el mes de noviembre de 2001. El Servicio aludido, a través de los juristas de su sede en Ginebra y de los Asesores Jurídicos de las Delegaciones Regionales, colaboran en las actividades que desarrollan las Comisiones Nacionales de Aplicación del DIH.

En otro orden de actividades, la Comisión – a fin de compartir experiencias e implementar un mecanismo de cooperación, mantiene contactos con la Comisión Nacional de Aplicación del Derecho  Humanitario de Argentina. A estos efectos se han realizado ya dos encuentros entre ambas Comisiones Nacionales. El primero en 1997 en Buenos Aires y el segundo en 1999 en Santiago. En el acta Final de estas reuniones constan los acuerdos alcanzados que priorizan el mantenimiento de un efectivo intercambio de información, tanto de las actividades que desarrollan ambas Comisiones, como información técnico legislativa sobre el seguimiento de los proyectos de ley para la aplicación del DIH.

Asimismo, durante el año en curso, la Comisión – en el ámbito de la CIRC- ha participado en la “Reunión de Representantes de las Comisiones Nacionales de DIH”, celebrada en Ginebra, Suiza entre los días 25 al 27 de marzo de 2002  y en la Primera Reunión Latinoamericana sobre el DIH y la protección de los Bienes Culturales”, celebrada en Lima, Perú entre los días 14 y 15 de mayo pasado.  A la primera de ellas, asistió el Representante del Ministerio de Defensa y a la segunda la Representante del Ministerio de Educación.

En síntesis, el establecimiento de esta Comisión Nacional de Derecho Humanitario ha  servido como una instancia de coordinación entre las distintas agencias estatales más directamente vinculadas a la temática del DIH y ha permitido realizar una seguimiento periódico de las actividades de implementación del DIH a nivel nacional.

d.
Comentarios: Antón Camen. Asesor Jurídico para América Latina. Servicio de Asesoramiento en Derecho Internacional Humanitario del Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR) (Texto con los comentarios: DIH/doc.8/03).

Quisiera ante todo felicitar a los ponentes y agradecer la información proporcionada que me parece extremamente enriquecedora. 

Los avances que se han logrado en el año pasado en este continente respeto a la aceptación del DIH se inscriben en una lógica ya bien establecida desde varios años. 

La resolución AG/RES. 1904 (XXXII-O-02) titulada “Promoción y Respeto del DIH”, adoptada en el marco de la XXXII Asamblea General, celebrada en Bridgetown, Barbados, en Junio de 2002 ha reiterado la importancia y el compromiso que los Estados Miembros de la OEA asignan a la protección y seguridad de la persona en toda circunstancia.

En particular, reitera como en resoluciones pasadas, la invitación a los Estados Miembros de la OEA a adherirse a los instrumentos relevantes para el DIH, a divulgar su contenido, a adoptar medidas de aplicación nacional para ejecutar las normas que contienen y muy particularmente insta a la promulgación de legislación penal necesaria para sancionar a los responsables  de los crímenes de guerra, de lesa humanidad y otras violaciones graves del DIH.

Misma invitación hace por lo que atañe a la promulgación de la legislación para reglamentar la utilización de los emblemas protegidos por el DIH y sancionar los abusos; la obligación de los Estados de examinar la legalidad de nuevas armas que se estudien, desarrollen o prevean adquirir, así como considerar el establecimiento de  estructuras asesoras nacionales específicas para facilitar y coordinar estas tareas. 

A fin de difundir y reforzar la implementación del DIH y de otras convenciones interamericanas a fines, la Resolución 1904 solicita que se continúe con la organización de conferencias gubernamentales, similares a la de marzo de 2001 en San José, Costa Rica, que constituyó la primera en su género.

Igualmente y con el propósito de reafirmar la pertinencia y actualidad del DIH, la Resolución mencionada, destaca y solicita que se continué con la realización de sesiones especiales sobre la materia. 

Adicionalmente solicita al Secretario General que presente un informe al Consejo Permanente sobre el cumplimiento de dicha resolución antes del Trigésimo tercer período ordinario de sesiones de la Asamblea General. 

Hay que mencionar que la XXXII Asamblea General adoptó también otras resoluciones sobre temas que son de interés directo para el DIH. Se mencionarán,  entre otras las siguientes: “Apoyo al programa de acción integral contra las minas antipersonal en Centroamérica” (AG/RES 1878  XXXII-O/02); La Protección de los refugiados, repatriados y desplazados internos de las Américas” (AG/RES 1892 (XXXII-O/02); “Promoción de la Corte Penal Internacional” (AG/RES 1900 XXXII-O/02); “ “El Hemisferio Occidental como zona libre de minas antipersonal” (AG/RES 1889  XXXII-O/02) y otras resoluciones relativas a armas.

El CICR continuaba durante el 2002 cooperar con la OEA y sus Estados miembros para hacer conocer el DIH y lograr un mejor respeto de sus normas a través de su aplicación en el ámbito nacional. 

Este cooperación se materializó a través actividades tales como la Sesión especial de la Comisión de Asuntos jurídicos y políticos, la publicación junto de las memorias de la conferencia de expertos gubernamentales de marzo 2001, la organización en noviembre del 2002 con la Corte Interamericana de Derechos Humanos de la segunda “Jornada de Estudio e Intercambio sobre DIH y temas relacionados”, o la participación del CICR en la XX edición del Curso Interdisciplinario de Derechos Humanos organizado por el Instituto Interamericano de Derechos Humanos para servir la Cátedra de DIH (Cátedra Jean Pictet).  

El CICR también seguía desempeñando esfuerzos al nivel bilateral con los Estados mismos. 

Las delegaciones del CICR en América continuaron desarrollando un diálogo con las autoridades gubernamentales de los Estados de América con el objetivo de crear las condiciones necesarias para asegurar el respeto por el DIH en toda circunstancia.

En particular, dedicaron sus acercamientos a los Estados que todavía no son Parte a los instrumentos del DIH para exhortarlos a la adhesión a estos tratados. 

En ese marco, los 24 Estados en América que aun no habían aceptado la competencia de la Comisión Internacional Humanitaria de Encuesta (CIHE) prevista en el artículo 90 del Protocolo adicional I a los Convenios de Ginebra, fueron instados a aceptarla.

En seguimiento cercano al proceso de reforma legislativa en varios Estados de América, particularmente en el campo del derecho penal, el CICR continuó instando a la adopción  o reforma de leyes nacionales y reglamentos para que los Estados posean un conjunto de instrumentos legales en consonancia con los requerimientos del DIH.  

En este sentido, las relaciones con los miembros de los Congresos Nacionales o miembros de los poderes legislativos, se intensificaron en 2002, en particular por lo que atañe a la sensibilización de éstos sobre el DIH y su papel al respecto. 

Los contactos con el poder judicial con el fin de sensibilizar a los operadores de justicia con las temáticas del DIH, con particular énfasis en los aspectos relativos a la represión de las graves violaciones de este derecho, fueron también intensas y provechosas.

Así, los asesores jurídicos del CICR siguieron ofreciendo asesoría legal y asistencia técnica  en la preparación de proyectos de ley penal común o militar, que permitan el procesamiento de los crímenes de guerra. Asesoría en el ámbito penal fue brindada en Argentina, Brasil, Chile, Columbia, Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú y Trinidad y Tobago.

Además, ell CICR aconsejó a varios Estados en la redacción de leyes o adaptación de la legislación existente que regula y protege los emblemas de la cruz roja y de la media luna roja y otros signos protegidos por los instrumentos de DIH. Tenía consultas al respeto en Argentina, Colombia, Cuba, Honduras, Paraguay y República Dominicana, y constató con satisfacción que Nicaragua adoptó en febrero de 2002 una ley que protege al emblema, y Bolivia en mayo de 2002. 

Un apoyo similar fue proporcionado también en relación con la redacción de legislación para la aplicación nacional del Tratado de Ottawa sobre Minas Antipersonal.  

Durante el 2002, los nuevos avances en el campo del DIH habían sido discutidos con las autoridades competentes, apoyándoles adicionalmente con información específica. En particular por lo que atañe a la enmienda del artículo 1 de la Convención de 1980, así como al Llamamiento del CICR sobre Biotecnología, Armas y Humanidad.

En el ámbito de las fuerzas armadas se hizo un esfuerzo particular con el fin de fomentar su integración a todos los niveles de instrucción así como en la doctrina militar.

En Perú, por ejemplo, mediante la Ley N° 27860, Ley del Ministerio de Defensa, además de determinarse la naturaleza, competencia, funciones y estructura del Ministerio de Defensa, se señala que es responsabilidad del Ministro de Defensa establecer los objetivos y políticas de las Fuerzas Armadas en relación con la defensa y promoción de los derechos humanos y el DIH. 

Asimismo en Perú, un Acuerdo de Cooperación Interinstitucional entre el Ministerio de Defensa y el CICR fue firmado el 11 de julio de 2002, con la finalidad de impulsar, favorecer y promover la reflexión, investigación, integración y enseñanza del DIH en las Fuerzas Armadas.  

El Centro del Derecho de la Guerra –creado en virtud de dicho Acuerdo – había dado inicio a su mandato y actividades tendientes a la incorporación del DIH en la Doctrina y los Manuales  de Operaciones y Táctica de las Fuerzas Armadas habían sido llevadas a cabo.

Por otra parte, en el marco de la V Conferencia de Ministros de Defensa de las Américas, celebrada en Chile del 19  al 22 de noviembre de 2002, temas relativos al DIH fueron abordados y en el documento final adoptado, “Declaración de Santiago”, dos parágrafos, relativos a la integración del DIH fueron incluidos.

El seguimiento por parte del CICR con los Ministros de Defensa de los Estados que participaron en el “Seminario Panamericano” de Otavalo, Ecuador, en Octubre 2001, encontró una respuesta favorable de la mayoría de ellos, lo que permite subrayar la importancia que acuerdan al DIH y su voluntad de integrar ese cuerpo de ley dentro de la doctrina militar.

En cuanto a la difusión en las fuerzas armadas, En el año reseñado se había capacitado a instructores militares de DIH y  se habían llevado a cabo cursos de manera autónoma o semiautónoma por parte de las Fuerzas Armadas de Brasil, Canadá, Chile, Cuba, El Salvador, Ecuador, Guatemala, Guyana, Honduras,  Nicaragua, República Dominicana, Uruguay y Venezuela.  Con frecuencia oficiales pertenecientes a las oficinas u órganos de justicia militar participaron.

En Argentina, el Centro de Entrenamiento para las Operaciones de Mantenimiento de la Paz (CAECOPAZ), llevó cabo un curso para instructores con participación de  oficiales de los tres servicios de Argentina, Chile y Estados Unidos.

Representantes de El Salvador, México, Estados Unidos, Cuba, Guatemala, Belice, Colombia, Costa Rica, Honduras Panamá, Nicaragua y República Dominicana se dieron cita en la Ciudad de Guatemala del 22 al 27 de julio, en  el primer curso para oficiales de inteligencia de los países de la región. 

Las Fuerzas Armadas de Canadá organizaron un curso dirigido a 90 oficiales de 16 países la mayoría miembros de la OTAN y el Commonwealth; participaron también representantes de Argentina, Brasil, Colombia y Perú. 

Representantes de Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, México Nicaragua, Panamá y Republica Dominicana, participaron en la VIa. Reunión Anual para oficiales encargados de la Integración del DIH, celebrada este año en Costa Rica, con el fin de intercambiar experiencias, información y avances logrados en sus respectivos países sobre la materia.

En los Estados Unidos, en el marco de la relación de trabajo existente en el Western Hemisphere Institute for  Security and Cooperation (WHINSEC) en Fort Benning, se dictaron dos cursos para alumnos del curso de comando y estado mayor, así como, para oficiales instructores.  Presentaciones adicionales tuvieron lugar en la escuela de guerra (National War College) y en el Colegio Interamericano de Defensa (Inter American Defense College); además, delegados del CICR participaron en ejercicios con los Infantes de Marina  (USMC) durante los cuales juegan su propio papel en situaciones de conflicto.

En Uruguay, del 4 al 8 de enero y del 5 al 10 de mayo, se desarrolló el Ejercicio “PKO South” patrocinado por  los Estados Unidos (SOUTHCOM) con participación de 200 oficiales de 12 países: Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Ecuador, Paraguay, Perú, Uruguay, Venezuela y observadores de El Salvador y México.

En Chile se llevó a cabo el Ejercicio Cabañas 2002, con la participación de 1400 oficiales y tropa de 10 países. El ejercicio estuvo basado en un escenario de una misión de las Naciones Unidas para el Mantenimiento de la Paz con participantes de Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Ecuador, Paraguay, Estados Unidos y observadores internacionales de El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua y Francia.  

En otras regiones cubiertas por los Comandos Sur (SOUTHCOM) y del Pacífico (USPACOM), se realizaron ejercicios a los cuales asistieron delegados del CICR.

Actividades de formación destinadas a las fuerzas de seguridad y policía resultaron en la capacitación de cerca de 360 instructores de Argentina, Bolivia, Costa Rica, Colombia, Ecuador, Guatemala, México, Panamá, Perú, Guyana, Suriname y Venezuela durante el 2002.

En cuanto a la difusión del DIH en instituciones de educación superior, la mayoría de los países latinoamericanos tenían incluido el DIH en los contenidos curriculares de las materias Derecho Internacional Público, Derechos Humanos o Relaciones Internacionales y Ciencias Políticas.  

En el 2002 el DIH fue, en particular, impartido como un curso obligatorio en las Facultades de Derecho de las Universidades y otras Academias de los siguientes países: Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Costa Rica, El Salvador, Estados Unidos de América, Guatemala, México (parcialmente), Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, Uruguay. En el caso de Perú la Universidad de Lima contempló un curso selectivo de DIH. En Argentina, Colombia, Costa Rica, El Salvador, México y Guatemala varias universidades ofrecieron cursos específicos en DIH a nivel de maestría.  

En julio de 2002, con una duración de 10 días,  el Primer Curso Latinoamericano en DIH, dirigido a 18 catedráticos de alto nivel, provenientes de Argentina, Brasil, Bolivia, Chile, Colombia, Costa Rica, Cuba Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana, El Salvador, Uruguay y Venezuela,  había sido realizado en Guadalajara, México.

Hasta la fecha tenemos en el continente americano 14 comisiones nacionales para la aplicación del DIH. Una estrecha relación de trabajo se mantuvo durante el año 2002 con ellos. En cinco Estados el CICR aconsejó a las autoridades sobre la creación de tal organismo. 

Las actividades de las Comisiones fueron alentadas y apoyadas.  Se mantuvo el ofrecimiento de capacitación a la atención de sus miembros, en materias relacionadas con el DIH, además, se les proporcionó documentación técnica específica y asesoría, a fin de facilitar su trabajo.  

Con ese fin asesores del CICR participaron regularmente en las reuniones de trabajo de los Comisiones existentes y dieron consejos a sus miembros,  en la determinación de planes de acción anuales así como en su implementación. 

También facilitaron los contactos y el intercambio entre Comisiones de distintos países. Los miembros de dichos órganos fueron asimismo invitados a participar en eventos internacionales o regionales sobre temas relacionados con el DIH o con el establecimiento de la Corte Penal Internacional. 

Como parte de sus actividades el Servicio de Asesoramiento continuó reuniendo en 2002, información sobre legislación de aplicación nacional adoptada o que está siendo preparada y facilitando el intercambio de la misma entre los Estados de América.  

La información sobre la incorporación del DIH en los ordenamientos internos, sobre decisiones judiciales relacionadas con las normas de este derecho y otras medidas administrativas relacionadas con éste continuaron siendo incorporadas, con el acuerdo de los Estados, en documentos públicos y en un Banco de Datos, que a fin de fomentar el intercambio de información sobre la materia, ha sido establecido por la Institución. Este Banco de Datos puede ser consultado en el sitio del CICR.

Durante el 2002 las delegaciones del CICR en América llevaron a cabo varios talleres y/o sesiones nacionales de capacitación y actualización sobre temas específicos relacionados con la aplicación del DIH y el desarrollo de su normativa.

Estas actividades fueron organizadas en estrecha cooperación con las autoridades nacionales competentes y, donde existen, con  las Comisiones  nacionales para la aplicación del DIH. A las actividades asistieron por lo general funcionarios públicos, académicos, legisladores y miembros del poder judicial.

En cuanto a reuniones de expertos sobre temas de actualidad que el CICR ha continuado organizar en el año pasado, cabe destacar la Reunión universal de Representantes de las Comisiones nacionales de DIH, celebrada en Ginebra del 25 al 27 de marzo de 2002. La reunión permitió un acercamiento entre comisiones de distintos continentes y sistemas jurídicos, y puso de manifiesto la importancia del papel que éstas desempeñan en el ámbito de la aplicación del DIH.

Representantes de Argentina, Canadá, Chile, Colombia, El Salvador, Guatemala, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana y Trinidad y Tobago habían asistido en esta reunión. 

Al nivel regional fue celebrada una reunión Regional de Expertos sobre la protección de los bienes culturales en caso de conflicto armado (Lima, Perú, 13 y 14 de mayo de 2002), organizada con las autoridades del Perú y la UNESCO, y sobre la cual ya recibimos información muy completa.

Después de haber examinado los avances que se registraron en el continente americano durante el año pasado, no me queda que reiterar nuestras felicitaciones para los esfuerzos que despliegan los Estados miembros de la OEA en el ámbito de la participación y la aplicación del DIH.

No obstante, me parece importante subrayar también que queda mucho que hacer como se puede deducir del Informe sobre los avances y actividades en los Estados de América en 2002 lo cual queremos poner a su disposición en esta ocasión. 

El CICR se tiene a su disposición entera para llevar a cabo estas tareas y continuar con nuestra fructuosa cooperación para mejorar la suerte de las víctimas de conflictos armados y otras situaciones de violencia. 

2.
Corte Penal Internacional: aplicación del Estatuto de Roma en el nivel hemisférico.
a.
Ponentes: Embajador Paul D. Durand. Representante Permanente de Canadá ante la OEA (Texto de la presentación: DIH/doc.10/03).

Tengo el agrado de proponer algunas observaciones acerca de la Corte Penal Internacional.

Recordemos porqué se necesita con tanta urgencia una Corte Penal Internacional.  Como ya sabemos, en reiteradas ocasiones, a través de la historia, los estados no han podido enfrentar adecuadamente los delitos internacionales más graves, tales como el genocidio, los crímenes de lesa humanidad y los crímenes de guerra.   Este clima de impunidad ha dado alas a mayores atrocidades, con millones de víctimas como consecuencia.

Es indispensable que, por motivos de seguridad humana y por seguridad internacional, se invierta esta tendencia, a través de medidas enérgicas, a fin de establecer un nuevo clima de responsabilidad.

Muchos estados en este hemisferio tienen recuerdos y experiencias muy intensas de dichos crímenes, motivo por el cual muchos estados miembros de la OEA han desempeñado una función tan importante en el esfuerzo por lograr una Corte dinámica y eficaz.

El establecimiento de la Corte Penal Internacional ha sido una larga lucha.  Sin embargo, durante la última década, la corriente de opinión se ha transformado decididamente.  Una gran multitud de estados han aprendido la lección de la historia: que sacrificar la justicia por “realpolitik” solo sirve para alimentar expectativas de impunidad e incentivar atrocidades mayores y la inestabilidad.  Cada vez más estados se unen en el esfuerzo por establecer una cultura de responsabilidad.

Por supuesto, todos reconocemos y comprendemos que hay muchos estados que todavía están indecisos. Hay otros que tienen grandes preocupaciones.

Por ese motivo, continuamos abiertos y prontos para comenzar un diálogo y examinar las amplias salvaguardias y frenos y equilibrios del Estatuto de Roma.  El examen meticuloso del Estatuto, demuestra que se trata de una institución bien concebida con un mandato profundamente importante.

En primer lugar, la Corte Penal Internacional tiene una jurisdicción limitada, dado que cubre solamente los delitos más graves que interesan a la comunidad internacional en su totalidad.  Estos últimos son el genocidio, los crímenes de lesa humanidad y los crímenes de guerra.  Las definiciones meticulosas y precisas fueron adoptadas por unanimidad y reflejan la legislación actual reconocida y aceptada por todos los estados.

En segundo lugar, el fundamento jurídico de la Corte Penal Internacional se basa en arraigados principios universalmente reconocidos.  Todos los estados tienen jurisdicción para procesar a criminales de guerra.  Como se afirmó en Nuremberg y muchas otras veces, los estados pueden decidir que procesarán a los criminales de guerra por su cuenta, o conjuntamente en un tribunal internacional.  La Corte Penal Internacional se basa en estos principios.

En tercer lugar, la jurisdicción de la Corte Penal Internacional es “complementaria” a aquella de los estados.   La Corte Penal Internacional reconoce el derecho y la responsabilidad fundamental de los estados al procesamiento de causas criminales.  Cuando un estado realiza una investigación y un procesamiento, si el mismo se justificara, la Corte Penal Internacional debe postergar su actuación.  Por consiguiente, la Corte Penal Internacional no afectará a los estados con sistemas judiciales en funcionamiento y una tradición de respeto por el estado de derecho.

En cuarto lugar, la Corte Penal Internacional está imbuida de amplias salvaguardias y de frenos y equilibrios a fin de prevenir intervenciones inútiles o de carácter abusivo.  Por ejemplo, el fiscal no puede iniciar una investigación sin la obtención de un análisis independiente y de la aprobación de un tribunal de tres magistrados imparciales.  Además, los fiscales y los magistrados se enfrentan a la posibilidad de ser destituidos, en el caso sumamente improbable, de que se conduzcan de manera indebida.  También la Asamblea de los Estados Partes supervisa las actividades de la Corte.  Los magistrados y los fiscales son elegidos por la Asamblea, de acuerdo a normas de profesionalismo y experiencia.

Además, el Estatuto garantiza máximo nivel de justicia y respeto por todos los derechos del acusado establecidos internacionalmente.

En resumen, la Corte Penal Internacional es una institución cuidadosamente concebida, con los mecanismos para desempeñar su función y para que sus consecuencias se noten, pero con las garantías necesarias para prevenir abusos.

Tomará tiempo, pero estamos convencidos de que la labor profesional y digna de crédito de la Corte Penal Internacional se ocupará de las dudas de los escépticos.  La Corte Penal Internacional se probará a sí misma y tomará su lugar entre las instituciones internacionales importantes del mundo.  Los estados se darán cuenta que la Corte es compatible con el estado de derecho y con los valores justos.  Los beneficios de la Corte se harán más evidentes a medida que los estados comprueben que el fortalecimiento de una cultura mundial de responsabilidad va unida a la estabilidad, a la paz y a la seguridad.

Colegas,

Aunque todavía existen obstáculos, la historia colocará este momento dentro de un contexto mayor y dicho contexto es muy prometedor.

Este año pasado, el Estatuto de la Corte Penal Internacional entró en vigor antes de lo previsto por la mayor parte de los observadores.  En este momento, la Corte se está estableciendo físicamente como una institución en funcionamiento.  Se eligió un conjunto de dieciocho magistrados muy competentes y muy profesionales, presidido, para nuestro enorgullecimiento, por el jurista Phillipe Kirsch.

La Corte es ahora una realidad.

Los hechos demuestran que el ímpetu a favor de la Corte es fuerte.  El número de ratificaciones no solamente ha alcanzado los 60 estados necesarios para su entrada en vigor, sino que lo superó, llegando a 89 estados.  El número continúa aumentando.

Estamos siendo testigos de un movimiento mundial decisivo, destinado a poner fin a la impunidad por delitos internacionales graves.  La OEA y sus miembros han desempeñado una función muy valiosa en la creación y el mantenimiento de este ímpetu.

La Corte Penal Internacional llena un vacío de muchos años en el panorama internacional, y es un instrumento vital para llevar a la justicia a los peores criminales del mundo.  Comprendemos que las inquietudes persisten y estamos siempre dispuestos a examinar esas inquietudes.  Mientras tanto, continuaremos trabajando por la prosperidad de una institución eficaz y que inspire confianza, que logrará la aceptación y el apoyo de todos los miembros de la comunidad internacional y que ayudará a fortalecer la paz, la estabilidad y el estado de derecho. 

b.
Brigitte Suhr. Consejera del Programa de Justicia Internacional. Human Rights Watch. Coalición por la Corte Penal Internacional (Texto de la presentación: DIH/doc. 11/03 rev.1).
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Fines y competencia

Excelentísimos Embajadores, la Corte Penal Internacional (en adelante la "CPI") es uno de los principales mecanismos creados por la comunidad internacional para evitar la impunidad y futuras violaciones a los derechos humanos y al DIH. El enjuiciamiento de los crímenes sobre los que tendrá competencia será un disuasivo para aquellas personas que pretendan cometerlos. La CPI, como ustedes saben, tendrá una jurisdicción complementaria a la de los tribunales penales nacionales para juzgar a los responsables de haber cometido genocidio, crímenes de lesa humanidad y/o crímenes de guerra. Ustedes saben que los crímenes sobre los que tendrá competencia la CPI, en su gran mayoría, estaban previamente reconocidos por tratados internacionales de derechos humanos y de DIH, tales como la Convención para prevenir y castigar el crimen de genocidio, la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, la Convención Internacional sobre la Represión y el Castigo del Crimen de Apartheid, la Convención Relativa a la Esclavitud, el Protocolo que Enmienda la Convención sobre la Esclavitud, la Convención Suplementaria sobre la Abolición de la Esclavitud, la Trata de Esclavos y las Instituciones y Prácticas Análogas, la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, los cuatro Convenios de Ginebra de 1949, sus dos Protocolos Adicionales de 1977, así como la Convención de La Haya de 1954 para la protección de los bienes culturales en caso de conflicto armado, el artículo 9 de la Convención sobre la prohibición del empleo, almacenamiento, producción y transferencia de minas antipersonal y sobre su destrucción (Tratado de Ottawa), la Convención sobre la prohibición del desarrollo, la producción, el almacenamiento y el empleo de armas químicas y sobre su destrucción y la Convención sobre la prohibición del desarrollo, la producción y el almacenamiento de armas bacteriológicas (biológicas) y toxínicas y sobre su destrucción. Sin embargo, la obligación de investigar, procesar y en su caso sancionar, residía exclusivamente en las propias jurisdicciones estatales y desde 1947 se iniciaron trabajos para que se creara una corte penal internacional permanente que garantizara que dichos delitos no permanecerían impunes. No fue sino hasta 1998 cuando dichos trabajos se concretaron en el Estatuto de Roma (ER), y ahora la Corte ejercerá su jurisdicción cuando los Estados no hayan tenido la voluntad o no hayan podido cumplir con la obligación primaria de investigar, procesar y sancionar a los responsables de haber cometido los crímenes que antes mencioné.

Además, la CPI no solo complementará las jurisdicciones penales nacionales, sino que también a los mecanismos existentes del derecho internacional de los derechos humanos que buscan fincar responsabilidad estatal por violaciones a los derechos humanos y  reparar el daño a las víctimas, tales como el existente en las Américas- en concreto nos referimos a la Comisión y Corte Interamericana de Derechos Humanos. Ustedes saben que la Corte Penal Internacional solamente tendrá jurisdicción sobre personas naturales y no sobre entidades abstractas, y ello es posible gracias a los importantes precedentes que el Estatuto y las sentencias de Nuremburgo nos legaron, en particular aquella que reconoce que los individuos son susceptibles de ser juzgados por violaciones graves al derecho internacional, independientemente de la responsabilidad a que se pueda hacer acreedor el Estado como sujeto de derecho internacional público. La CPI indiscutiblemente complementará el trabajo de la OEA en materia de derechos humanos ya que, como he mencionado, será un disuasivo para aquellas personas que pretendan cometer algunas de las violaciones graves a los derechos humanos y al DIH que se sancionarán por aquella, y que se reconocen en los tratados relevantes del sistema interamericano de protección de los derechos humanos, así como los tratados de DIH cuyo cumplimiento es promovido por la OEA, tales como los que se refieren a la prohibición de armas.

Firmas, ratificaciones, entrada en vigor y aprobación de documentos y resoluciones por la Asamblea de los Estados Partes (AEP)

El Estatuto de Roma que crea la CPI, como ustedes saben, ha sido firmado por 137 Estados y ratificado por 89. De los 35 países del Continente Americano, 25 firmaron y 19 ratificaron. El Estatuto entró en vigor el 1 de julio de 2002, y a partir de entonces la Asamblea de los Estados Partes del Estatuto de Roma se ha reunido en cuatro ocasiones en su primer periodo de sesiones para aprobar los documentos que serán fundamentales para el buen funcionamiento de la CPI, tales como los "Elementos de los Crímenes", las "Reglas de Procedimiento y Prueba", y el “Acuerdo sobre los Privilegios e Inmunidades de la Corte Penal Internacional”. Además, en dichas sesiones se resolvieron asuntos de máxima relevancia para que la Corte pueda funcionar, como la “Aprobación del presupuesto para el primer ejercicio financiero y financiación de las consignaciones para el primer ejercicio financiero”, la “Creación de un fondo en beneficio de las víctimas de crímenes de la competencia de la Corte, así como de sus familias,” y la elección de los 18 magistrados. Con relación al Fiscal, se espera que el mismo sea elegido durante la segunda sesión resumida de la AEP a realizarse del 21 al 23 de abril.

Con satisfacción recordamos el 11 de marzo de 2003- fecha en la que tomaron el juramento los 18 magistrados que integrarán la CPI. Para la CCPI, la elección de los magistrados ha sido un hito en la elección de funcionarios y jueces de los tribunales internacionales preexistentes ya que, por primera vez, contamos con una equilibrada representatividad geográfica así como un balance de género en su integración. Como ustedes saben, la Corte cuenta con cinco jueces del continente americano, dos de los cuales son mujeres. Las nacionalidades de la región que se encuentran representadas son Bolivia, Brasil, Canadá, Costa Rica y Trinidad y Tobago. Además, la CPI cuenta con 10 jueces de tradición jurídica del derecho anglosajón, o common law, y 8 de tradición jurídica románico germánica, o civilista. También celebramos que los jueces reúnen las más altas calificaciones para ocupar dichos cargos, ya que en su elección, a nuestro parecer, se cumplieron los requisitos que se establecen en el Estatuto de Roma.

Retos

A pesar de celebrar la entrada en vigor del Estatuto, el nombramiento de los magistrados, y la inauguración de la sede de la CPI, actualmente la corte se enfrenta a nuevos retos. A continuación mencionaré tres de ellos. 

· Como ustedes saben, la CPI tendrá su sede en La Haya, Países Bajos. Sin embargo, podrá sesionar en cualquier lugar fuera de ella, para lo cual requiere que sus funcionarios cuenten con los privilegios e inmunidades suficientes para desempeñar sin restricciones sus funciones. Cuando la Corte opere en los Países Bajos, estará protegida en muchos aspectos por el Acuerdo de Sede. Sin embargo, es de suponer que casi ningún caso será conocido estrictamente al interior de las fronteras holandesas y es poco probable que se ventile sin que medien comunicaciones, transferencias o viajes hacia o provenientes de otros países. A diferencia de los tribunales internacionales para la Antigua Yugoslavia y Ruanda, la CPI no es un órgano de la ONU. Por consiguiente, no se puede beneficiar de los privilegios e inmunidades de la ONU. Ustedes saben que los privilegios e inmunidades de la CPI y de las personas involucradas en su trabajo enumerados en el Artículo 48 del Estatuto no son suficientes. Mientras que el Artículo 48 del Estatuto de Roma se refiere a los privilegios e inmunidades de manera genérica, el "Acuerdo sobre los Privilegios e Inmunidades de la Corte" define con más detalle estas protecciones y obligaciones relacionadas con los Estados. Además, en el Artículo 48 del Estatuto de Roma existe una clara referencia al Acuerdo. Es inherente al mandato de la CPI que sus funcionarios y personas que actúan ante ella lleven a cabo investigaciones, intervenciones y busquen pruebas extremadamente sensibles tanto para los individuos como para los Estados que intervengan. La firma y ratificación generalizada del Acuerdo, sea por Estados Partes como Estados no Partes del Estatuto, permitirá que la CPI proteja a los funcionarios, al personal, a las víctimas, a los testigos y a otras personas relacionadas con el trabajo de la CPI, así como sus edificios y recursos. Por consiguiente, para asegurar la correcta implementación de los privilegios e inmunidades tal y como están descritas en el Acuerdo, es esencial que los funcionarios de los países tengan un conocimiento correcto y sencillo de sus obligaciones establecidas, para lo cual se requiere de que se cuente con legislación en la materia. El Artículo 48 no detalla las obligaciones de los Estados en cuanto a los privilegios e inmunidades de los asesores jurídicos, expertos, testigos u otro personal cuya presencia se requiera en la sede de la Corte. Referirnos a un acuerdo internacional sobre privilegios e inmunidades de los asesores jurídicos constituye un nuevo concepto para muchos sistemas legales y requiere que los Estados Partes desarrollen legislación de implementación que permita la cooperación con la CPI. Por lo tanto, los Estados Partes comprometidos con la CPI, aún aquellos que ya cuenten con salvaguardas, no podrán confiar exclusivamente en su obligación derivada del Artículo 48, sino más bien en el Acuerdo y, en caso de que sea necesario, la legislación que traduzca las obligaciones en derecho interno.

· Otro de los retos a los que se enfrenta la CPI, al igual que otros organismos internacionales, se refiere a los recursos. Al 20 de marzo de 2003, sólo unos cuantos Estados han pagado sus contribuciones para el presupuesto del 2002 y muchos menos han pagado sus contribuciones para el presupuesto del año 2003. Por lo tanto, muchos Estados adeudan sus contribuciones para el presupuesto del 2002-2003 y para el Fondo de Trabajo de la CPI. Desafortunadamente, los plazos de pago para ambos rubros han caducado. La Coalición ha buscado que los gobiernos paguen sus contribuciones para el presupuesto de la CPI lo más pronto posible y por consiguiente nos gustaría que la OEA se involucrara en este proceso.

· Además, para que la CPI pueda trabajar sin contratiempos, es necesario que los Estados cuenten con legislación que facilite su trabajo. De conformidad con el Estatuto, los Estados tienen la obligación de cooperar plenamente con la CPI, y ello significa que deberán entregar a las personas requeridas a la brevedad posible, deberán de desahogar las pruebas que la CPI les requiera, y, entre otros asuntos, deberán asegurar bienes y proteger víctimas y testigos. Por otro lado, y con el objeto de que los Estados puedan juzgar a los sospechosos de haber cometido alguno o algunos de los crímenes sobre los que tendrá competencia, y en cumplimiento de las obligaciones previamente contraídas, los Estados deben de tipificar como delitos, en el ámbito de su propia jurisdicción, los actos considerados como crímenes de competencia de la CPI. A la fecha, de los 19 países de la región que han ratificado el Estatuto, solamente uno, Canadá, ha aprobado una legislación de implementación que contempla las dos categorías antes mencionadas, es decir el de cooperación y de complementariedad. Varios otros estados han avanzando hacia la redacción de tal legislación, pero aún no la han aprobado. La CCPI y HRW trabajamos por que los Estados elaboren y aprueben legislaciones de cooperación y de complementariedad con la CPI, y promovemos que en ese proceso faciliten la participación de la sociedad civil. 

Propuesta de resolución

Al observar el número de ratificaciones y de firmas del Estatuto, así como la rápida instalación y puesta en marcha de la CPI, nos podemos percatar del alto grado de aceptación por parte de los Estados del mundo. Ello, a nuestro parecer, se debió a los esfuerzos conjuntos de difusión, concientización y expresiones de apoyo a la CPI por parte de la sociedad civil y de los organismos internacionales. En concreto queremos resaltar las ejemplares recomendaciones dirigidas a los Estados por dos de los órganos principales de la Organización de Estados Americanos en diferentes momentos en los últimos años; en particular aquellos de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y de la Asamblea General. Nos permitimos hacer mención de las resoluciones de la AG del 5 de junio de 2001
 y del 4 de junio de 2002
, denominadas "Promoción de la Corte Penal Internacional", en las que se reconoce el trascendente papel que desempeñará la CPI como mecanismo para hacer frente a las graves violaciones al DIH y al derecho internacional de los derechos humanos. Asimismo, en ambas resoluciones, la AG exhorta a los Estados que no lo hubieran hecho a ratificar o adherirse al ER. Además, en la resolución del año pasado, la AG exhortó a los Estados que fueran parte del Estatuto “a adaptar y realizar los cambios necesarios en la legislación interna para la efectiva implementación del Estatuto de Roma”
. En ese mismo espíritu, nos permitimos también hacer referencia al punto 21 "Recomendación sobre la jurisdicción universal y Corte Penal Internacional" del Capítulo VII "Recomendaciones a los Estados Miembros en las áreas en las cuáles deben adoptarse medidas para la cabal observancia de los Derechos Humanos, de conformidad con la Declaración Americana de los Derechos Humanos y los Deberes del Hombre y la Convención Americana sobre Derechos Humanos” del Informe Anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos de 1998 con fecha del 16 de abril de 1999.
 En ella, la Comisión recomienda a los Estados miembros de la Organización de los Estados Americanos, entre otras cosas, a ratificar el ER.

Human Rights Watch y otras organizaciones que forman la CCPI, trabajamos por que la CPI cuente con el mayor número de ratificaciones posible, por lo que buscamos la ratificación universal del Estatuto. Hoy día la CPI es una realidad y en esta primera etapa de su formación y puesta en marcha es cuando requiere del mayor apoyo posible por parte de los países y de los organismos internacionales, en particular los regionales como la Organización de los Estados Americanos. Sin embargo, esas expresiones de apoyo se deben de adecuar a los tiempos o retos que enfrenta la CPI. 

En suma, estamos seguros que, como lo están los países que han ratificado el Estatuto, la CPI es un instrumento eficaz que complementará los mecanismos de justicia nacionales e internacionales existentes para hacer respetar el DIH así como el derecho internacional de los Derechos Humanos. Además, creemos que las decisiones de la CPI al ser difundidas alrededor del mundo serán un excelente instrumento de promoción del DIH y del Derecho Internacional de los Derechos Humanos. Esperamos que lo anterior les motive para que en este año incluyan una resolución de apoyo a la CPI en el tenor de la nueva etapa en la que se encuentra, así como de sus retos, para ser una Corte efectiva, imparcial e independiente.

c.
Comentaristas:

i.
Ms. Gaile Ramoutar, Primera Secretaria, Misión Permanente de Trinidad y Tobago ante la Organización de las Naciones Unidas. (Texto de la presentación: DIH/doc.22/03)

En primer lugar, desearía agradecer al Secretario General de la OEA, a la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos de la OEA y al Comité Internacional de la Cruz Roja por organizar esta conferencia sobre el importante tema del DIH, el cual hemos abordado el día de hoy, y por la amable invitación que me extendieron para participar en la misma.  Es realmente un honor y un placer para mí estar presente aquí con ustedes esta tarde.

Acabamos de escuchar a los dos ilustres oradores anteriores, hablar sobre temas claves relacionados con la Corte Penal Internacional, tales como la necesidad de la Corte Penal Internacional en el mundo de hoy, la función de los estados miembros de la OEA de garantizar una Corte pujante y que alcance sus objetivos, algunos elementos importantes sobre los que se inspira su estructura y su creación, algunos obstáculos para la Corte, como por ejemplo, las contribuciones financieras de los Estados Partes, el asunto de los Privilegios e Inmunidades de la Corte y de su personal, así como también la necesidad de implementación interna de parte de los Estados Partes.

Antes de proseguir, desearía reconocer la valiosa contribución de los estados miembros de la OEA en el proceso que culminó en el establecimiento afortunado de la Corte Penal Internacional.  En estas breves observaciones, realizaré algunos comentarios generales sobre la necesidad de implementación interna, exponiendo seguidamente alguna información concreta sobre la actuación de CARICOM con respecto al Estatuto de Roma.  

Con respecto a la participación de los estados miembros de la OEA, a través de la historia, desde el momento que el asunto sobre la creación de una Corte Penal Internacional, fue introducido nuevamente, en 1989, en el temario de Naciones Unidas por el Presidente anterior de Trinidad y Tobago, su Excelencia Arthur N. R. Robinson, hubo un aumento gradual del apoyo de los estados miembros de la comunidad internacional.  Muchos estados miembros de la OEA han desempeñado una función importante en las negociaciones tanto en Nueva York como en Roma, y yo he trabajado muy cerca de ellos en muchos temas.  Al comienzo, el apoyo de la comunidad internacional en su conjunto fue muy limitado, y muchos de ellos hubieran preferido que ese tema no avanzara.  Poco a poco, sin embargo, los estados se acostumbraron a la idea de una corte penal internacional permanente, la cual se apresuró a raíz de la creación de los Tribunales ad hoc para la anterior Yugoslavia (ICTY) y para Rwanda (ICTR) por el Consejo de Seguridad.  La creación de estos tribunales aumentó la percepción de parte de muchos estados, de la necesidad de una institución permanente destinada a juzgar a personas acusadas de crímenes que “que conmueven profundamente la conciencia de la humanidad”.  Un tribunal permanente prescindiría de la creación, con posterioridad a los hechos, de tribunales especiales para encargarse de casos concretos.  Puesto que la jurisdicción del Estatuto de Roma no es retroactiva, solamente se pueden presentar ante la Corte, crímenes de genocidio, crímenes de lesa humanidad y crímenes de guerra ocurridos a partir del 1 de julio de 2002 (entrada en vigor del Estatuto de Roma).

El Embajador Durand hizo referencia a algunas de las salvaguardias fundamentales que garantizarían que la Corte no participe en persecuciones falsas o de carácter político, entre las cuales el principio de complementariedad es uno de los principales.  Desearía subrayar también la importancia de este principio, de acuerdo al cual el estado tiene el primer lugar, para procesar a los delincuentes, y es solamente en el caso de que el estado no esté dispuesto o le sea legítimamente imposible, que la Corte tendrá la capacidad de ejercer su jurisdicción, y aún así, solamente con las necesarias salvaguardias, siendo una salvaguardia clave, aquella que se refiere al poder de acción del Fiscal.  Los estados deben, por lo tanto, garantizar que están en condiciones de procesar crímenes de genocidio, crímenes de lesa humanidad y crímenes de guerra.  Para algunos estados, podría ser necesario asegurarse de que poseen las disposiciones legislativas que les otorguen jurisdicción sobre estos delitos.

Se han establecido también otros tribunales especiales, no solamente a través del Consejo de Seguridad, sino mediante acuerdos entre las Naciones Unidas y los correspondientes gobiernos de los estados en cuestión: el Tribunal Especial para Sierra Loene, el Tribunal en Timor Oriental y se está considerando con el gobierno de Cambodia, la posibilidad de procesar a personas culpables de delitos graves cometidos durante el régimen de Khmer Rouge.

Un aspecto importante es que todos los tribunales mencionados anteriormente tienen jurisdicción retroactiva.  La Corte Penal Internacional no la tiene.  Una ventaja importante de la Corte Penal Internacional es que pone en conocimiento de los posibles autores de crímenes graves dentro de su jurisdicción, de la existencia de una jurisdicción penal para procesarlos por sus delitos y que el mundo no tolerará más la impunidad por esos crímenes.

Desearía destacar la importancia de lograr la ratificación universal del Estatuto de Roma, puesto que es solamente mediante el amplio apoyo de la comunidad internacional que la Corte podrá desempeñar sus funciones adecuadamente.  Este objetivo se está alcanzando gradualmente, al contar con 139 signatarios y con 89 Estados Partes al día de la fecha.  Nadie habría esperado que, cuatro cortos años después de la adopción de un estatuto que, desde el punto de vista jurídico, es complicado, el mismo habría entrado en vigor y continuaría atrayendo un número cada vez mayor de Estados Partes.

Quisiera asimismo, recordar la necesidad para muchos de los Estados que han indicado su aceptación del Estatuto, a través de la ratificación o de la adhesión, de adoptar una legislación interna para la instrumentalización del Estatuto, a fin de capacitarlos para el ejercicio de su jurisdicción sobre los crímenes del Artículo 5, así como para colaborar con la Corte asistiéndola en sus funciones.  Esta segunda obligación es especialmente importante en esta etapa, dado que la Corte está ya establecida y digamos que “pronta para comenzar sus actividades”.   Por consiguiente, los Estados Partes deben, cuanto antes, dar prioridad, a medidas que garanticen su capacidad de llevar adelante las solicitudes de asistencia de la Corte.  De lo contrario, una situación previsible sería que la Corte estuviera preparada para actuar, pero que no pueda obtener el apoyo necesario de los Estados Partes para que la misma pueda llevar a efecto diligentemente sus investigaciones y procesamientos.

Los Estados Partes tienen la obligación general de colaborar con la Corte, lo cual se establece en el artículo 86.  Uno de los aspectos principales en el cual los estados tendrán que cooperar con la Corte y que exigirá autorización legislativa para hacerlo, es la solicitud para entregar las personas a la Corte.  Recordaremos aquí que el término “entregar” se escogió especialmente para referirse a los traslados de personas a la Corte, y difiere del concepto tradicional de “extradición”, que es un proceso de estado a estado, mientras que este último (“entregar”) es entre un estado y la Corte.  Existen, sin embargo, algunas semejanzas de carácter procesal, pero estas últimas no estarán cubiertas en la legislación que rige la extradición.  Otros aspectos de la cooperación con la Corte se enumeran en el artículo 93.  Estos últimos incluyen la toma de declaraciones, la protección de testigos, el traslado temporal de prisioneros, la indagación de lugares y locales.

Con relación a la implementación en el plano nacional, dentro de la OEA, el gobierno de Canadá ha adoptado una legislación de instrumentalización, como nos lo ha comunicado el Embajador Durand y la Sra. Brigitte Suhr.  Tengo entendido que varios estados miembros de la OEA se encuentran en etapas diferentes dentro del proceso de estudio de la ratificación del Estatuto o de su adhesión al mismo.  Muchos de los países de América Latina que se basan en el sistema de derecho civil están examinando activamente las disposiciones específicas del estatuto, con miras a realizar las enmiendas constitucionales necesarias en su legislación interna, mientras que muchos Estados Partes y Estados Signatarios de CARICOM, que generalmente se guían por el sistema de derecho consuetudinario, se encuentran también en distintas etapas de revisión de estos problemas.

En relación con la ratificación-adhesión e implementación de los países de CARICOM, tengo el agrado de señalar que, hasta la fecha, 6 de los 14 estados de CARICOM son Estados Partes; 5 son signatarios y 3 están todavía revisando el Estatuto con miras a tomar la decisión de ser Estados Partes.  Proseguiré con una exposición general sobre la  actuación de CARICOM con respecto al Estatuto de Roma, con la información recibida aproximadamente hace tres semanas de las Misiones Permanentes en New York.

ESTADOS  PARTE

Antigua y Barbuda

Actualmente, las autoridades están estudiando el Estatuto.  Las mismas están conscientes de que desde que el Estatuto entró en vigor, deben hacer mayores esfuerzos con respecto a la legislación para la implementación del Estatuto.  Todavía no se ha preparado ninguna legislación, pero la misma está en estudio.

Barbados  

Barbados ratificó el Estatuto a comienzos de diciembre de 2002.  El gobierno autorizó recientemente la preparación de legislación de implementación.  La Oficina del Consejo Parlamentario está estudiando el Estatuto con miras a llevar a la práctica el mandato del Consejo de Ministros.

Dominica

Las autoridades están todavía en la etapa de planificación.  En la actualidad, están estudiando cual sería la mejor legislación para esa jurisdicción.

Belice

Todavía no se está pensando en ninguna legislación, pero están dispuestos a estudiar la legislación adoptada por otros Estados Partes como posibles modelos. 

En el año 2002, hubo una enmienda constitucional relacionada con tratados internacionales, que exige que previamente a que el Senado apruebe la  ratificación de un tratado, se debe presentar un informe al Senado, con recomendaciones y sugerencias sobre la implementación.  Aunque Belice ratificó el Estatuto de Roma en 1999, este informe sobre implementación debe, sin embargo, presentarse al Senado.  No se dio a conocer ningún plazo con respecto a este proceso.

San Vicente y las Granadinas 

Ratificó el Estatuto a comienzos de diciembre de 2002 y no hay todavía ninguna legislación de implementación.

Trinidad y Tobago

Se está preparando la Ley sobre la Corte Penal Internacional, y la misma está circulando internamente entre los ministerios y autoridades correspondientes, para recibir comentarios.  Se basa en la legislación de Nueva Zelanda y contiene disposiciones relacionadas con las obligaciones del Estatuto de Roma.  Podría someterse a la aprobación del Parlamento durante el curso de este año.

SIGNATARIOS

Bahamas

Las autoridades todavía tienen que tomar una decisión final sobre la ratificación.  No existe ningún plazo al respecto.

Guyana

Las autoridades todavía están estudiando la ratificación.  No está claro en que momento se tomará una decisión.

Haití

El gobierno no está dispuesto todavía a ratificar. No se conoce el período de tiempo que llevaría la ratificación.

Jamaica

Jamaica quiere poner en marcha la legislación de instrumentalización antes de la ratificación.  Se estableció una comisión interministerial (que incluye el Fiscal General del Estado y al Ministro de Relaciones Exteriores) con el propósito de que asesore sobre la legislación que se necesita y que recomiende enmiendas a la legislación actual, cuando sea necesario, previamente a la ratificación.  No existe ningún plazo para este proceso.

Santa Lucía

Las autoridades no han tomado todavía una decisión sobre la ratificación. No han legislación de implementación en estudio.

NO HAN TOMADO NINGUNA MEDIDA TODAVÍA

Granada

La Misión en Nueva York ha enviado recomendaciones para la adhesión.  Si bien no se ha tomado ninguna decisión todavía, se está estudiando la materia.

St. Kitts

Todavía no se ha tomado ninguna decisión.

Surinam

Las autoridades están estudiando el Estatuto y están interesados en la posibilidad de ser Estado Parte.

Dentro de CARICOM, existe un apoyo general a la Corte Penal Internacional.  En el comunicado publicado el 15 de febrero de 2003 al finalizar la Reunión entre Períodos de Sesiones de los Jefes de Estado de CARICOM, celebrada en Puerto España, Trinidad, los Jefes de Estado, “...reiteraron su total respaldo a la comunidad para el funcionamiento de la Corte”.

Desearía destacar aquí que cada uno de los estados están avanzando a su propio ritmo, el más cómodo para cada uno de acuerdo con sus circunstancias propias, y para algunos hay problemas más inmediatos y apremiantes en el temario internacional.  No obstante, dado el empuje del apoyo a la Corte, espero que muy pronto todos los estados de CARICOM estén incluidos.

ii.
Dr. Tarciso Dal Maso Jardim. Asesor Jurídico del Senado. Integrante de la Comisión que redactó el proyecto Brasilero de Aplicación del Estatuto de Roma. Brasil. (Texto de la presentación: DIH/doc.20/03)

Me gustaría comenzar por agradecer a la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos del Consejo Permanente de la Organización de los Estados Americanos y al Comité Internacional de la Cruz Roja, por la oportunidad de hacer comentarios sobre las presentaciones del Embajador Paul Durand, Representante Permanente de Canadá ante la OEA y de la señora Brigitte Suhr, de Human Rights Watch.


Ambas presentaciones, como hemos observado, estuvieron de acuerdo en subrayar el papel de los estados con respecto a la puesta en marcha del Estatuto de Roma a fin de hacer posible el ejercicio de la jurisdicción interna de los Estados y la colaboración de estos últimos con la Corte Penal Internacional.


En ese sentido, a pesar de que solamente el Estado de Canadá posee legislación aprobada en esta materia, varios estados del continente americano han puesto en marcha proyectos de ley destinados a llevar a la práctica la doble función de la implementación, tales como Argentina, Uruguay, Ecuador y Brasil, entre otros.


En Brasil, tuve la oportunidad de coordinar la elaboración del correspondiente anteproyecto para la puesta en marcha del Estatuto de Roma y de enfrentar las dificultades de adaptar las normas internacionales a un sistema penal de carácter romano-germánico, con limitaciones constitucionales y conceptuales.


Entonces, el Grupo de Trabajo de Brasil, creado por el Ministerio de Justicia, demostrando la característica mencionada inicialmente de acercamiento del estado a la sociedad civil, logró cumplir sus metas solamente debido a su naturaleza democrática y amplia.   Debe recordarse, al respecto, que la creación de dicho Grupo surgió en un seminario propuesto por la Cámara de Diputados, con la participación de la Embajada de Canadá en Brasil y de varias organizaciones no gubernamentales.  Esa propuesta dio lugar a un grupo diversificado de especialistas que entregó su trabajo en octubre de 2002 y posteriormente, dio un plazo para consultas públicas,  el cual acaba de finalizar.


Con respecto al régimen penal especial que el anteproyecto brasileño se propone alcanzar, aunque tiene muchos aspectos, voy a referirme a algunos de ellos, relacionados con los crímenes de guerra, que es el objetivo más inmediato de esa Sesión Extraordinaria, con la esperanza de poder enriquecer los puntos de vista de los oradores.


Podría, por lo tanto, destacar algunos aspectos de nuestro anteproyecto, como describo a continuación:

· Establecemos una jurisdicción universal para los crímenes de genocidio, crímenes de lesa humanidad y para los crímenes de guerra, con la única condición de que el autor del crimen ingrese en el territorio bajo jurisdicción brasileña.  Además, a excepción de la hipótesis de pedidos concurrentes y de entrega a la Corte Penal Internacional, permitimos la posibilidad de extradición solamente si el otro estado tuviera la disposición efectiva para juzgar.

· Modificamos la sistematización de los crímenes de guerra establecida en el Estatuto, dividiéndolos solamente por tipo de conflicto armado (internacional y no internacional), con independencia de los tratados que los consagraron. Además, la propia Corte Penal Internacional destacó otros tratados en la definición de los Elementos del Crimen, como por ejemplo, cuando detalla las violaciones graves de las cuatro Convenciones de Ginebra.

· Simplificamos la tipificación de los crímenes de guerra definidos en el anteproyecto:  lo que se entiende por persona protegida, bienes protegidos, personas fuera de combate y objetivos militares.  Por lo tanto, en lugar de crear los crímenes de matar prisioneros de guerra, matar civiles, matar enfermos, etc, simplemente creamos el crimen de guerra de matar personas protegidas.

· Con el propósito de que la ley penal sea más clara y operativa, definimos también su tiempo de aplicación, considerando como crímenes de guerra, aquellos realizados durante el período del conflicto armado o después de cese de hostilidades, mientras que la víctima se encuentre bajo el poder de la parte beligerante.  Esta norma deriva de la definición de conflictos armados estipulada por la Convención de Ginebra de 1949 y sus Protocolos Adicionales de 1977.   Fue interesante aquí la solución para incluir aquellos conflictos armados internos de menor intensidad, que no se ajustarían al concepto del Protocolo Adicional II de 1977, pero estarían bajo la jurisdicción del artículo 3, común a las cuatro Convenciones de Ginebra.  Por lo tanto, consideramos también como conflicto armado no internacional otros disturbios graves de orden interno en los cuales se utilice la fuerza militar durante largo tiempo.

· Dado que el Estatuto de Roma debe destacar otras obligaciones internacionales de los estados, se considera como crimen de guerra, el uso de balas, armas, material o métodos de guerra que estén prohibidos por tratados ratificados por Brasil, además de los previstos en el Estatuto de Roma.

· De la misma forma, el crimen de guerra de reclutamiento y alistamiento de niños se modificó a fin de prohibir esos actos para menores de 18 años y ya no para menores de 15 años, de acuerdo a las recientes convenciones en la materia.  Además, esa práctica fue prohibida tanto para las fuerzas armadas como para los grupos armados organizados, independientemente de que el conflicto armado sea internacional o no.

· Del mismo modo, incluimos el crimen de no oponerse a la repatriación de civiles o de prisioneros de guerra, a fin de poner en práctica el Protocolo Adicional I.

· Con relación a conflictos armados internos, ampliamos considerablemente la lista de crímenes previstos en el Estatuto de Roma, excluyendo solamente los relativos a conflictos armados internacionales, como por ejemplo, el crimen de obligar a prestar servicio en las fuerzas enemigas, o el crimen de traslado de la población civil por el poder ocupador y el crimen de no repatriar.

· Finalmente, aprovecho para descartar la pena de muerte como válida en crímenes cometidos durante períodos de guerra, que es la única posibilidad de aplicación de esa clase de pena en Brasil, previéndose los 30 años de prisión, como pena máxima.

Después de estas reflexiones, con la esperanza de poder enriquecer la tarde, ya iluminada por quienes que me precedieron y de presenciar como la Corte Penal Internacional recibe el apoyo de todos los estados, con relación a todos los crímenes bajo sus jurisdicciones, inclusive el crimen de agresión, aprovecho esta oportunidad para felicitar a los organizadores de esta Sesión Extraordinaria.

d.
Diálogo sobre el tema

Algunas delegaciones describieron el proceso mediante el cual sus gobiernos se suscribieron al Estatuto de Roma, así como las medidas que han tomado para adaptar sus legislaciones a los compromisos que se derivan de ello. Igualmente expresaron su preocupación por el hecho de que algunos de estos países hayan firmado acuerdos bilaterales que limitan la jurisdicción de la Corte Penal Internacional.

Otras delegaciones manifestaron su preocupación por el reclutamiento y uso de menores en los conflictos bélicos.

Varias delegaciones se pronunciaron sobre a la importancia de denunciar las violaciones del DIH ante la Corte Penal Internacional, órgano con respecto al cual destacaron su naturaleza permanente, con capacidad para juzgar a personas naturales (entre otras).

Algunas delegaciones insistieron en la importancia de que los Estados Miembros de la Organización se adhieran al estatuto de Roma, e incluso sugirieron que la OEA haga seguimiento al establecimiento de la CPI.

Algunos expertos compartieron información sobre la forma en la que sus países implementaron la legislación nacional relacionada con la jurisdicción de la CPI. Otros expertos aclaraton que han sido muy pocos los Estados de la región que habiendo firmado el Estatuto de Roma han firmado acuerdo que limitan su jurisdicción y alcance.

Otras delegaciones expresaron que la adhesión al Estaturo de Roma no es la única forma de asegurar el cumplimiento de las normas del DIH, sino que por el contrario, asegurar el cumplimiento de la generalidad de las normes dal DIH al interior de los países, es de por sí una herramienta lo suficientemente fuerte.

IV.
Consideraciones finales sobre lo acontecido en la Sesión Especial

La Presidencia de la Comisión desea manifestar sus sinceros agradecimientos a las Delegaciones de los Estados Miembros y a los Expertos que se han hecho presentes en esta sesión especial sobre Derecho Internacional Humanitario, misma que se convocó en atención del mandato contenido en la resolución AG/RES.1904 (XXXII-O/02). El alto nivel de sus presentaciones ha enriquecido y actualizado nuestro interés en la materia y una vez más afirma la importancia y la vigencia del Derecho Internacional Humanitario en el Hemisferio.


El día de hoy hemos escuchado con complacencia varios ejemplos de experiencias exitosas a nivel nacional en materia de implementación y puesta en práctica de los compromisos adquiridos por varios Estados Miembros en DIH.


Igualmente, se ha recibido información amplia del Comité Internacional de la Cruz Roja sobre las labores que dicha institución adelanta en cooperación con la mayoría de los Estados Miembros de la OEA, en particular, los esfuerzos en pro de la difusión del Derecho Internacional Humanitario. En este sentido es indispensable reconocer los valiosos aportes del CICR en el Hemisferio en la promoción y defensa de un tema tan fundamental como lo es el DIH.


Como se puede desprender de la celebración de ya varias de estas Sesiones Especiales de la CAJP sobre la Promoción y el Respecto del Derecho Internacional Humanitario, organizadas con la ayuda de la Secretaría General (Secretaría Técnica de Mecanismos de Cooperación Jurídica) y del Comité Internacional de la Cruz Roja, es necesario mantener un diálogo continuo entre la OEA y el CICR, no solo por ser este diálogo una necesidad debido a la realidad de algunos de nuestros países, sino también porque los mecanismos y políticas que aquí se plantean, definitivamente son una respuesta a las conductas y circustancias belicosas que nos afectan.


Por último, quisiera resaltar una vez más la amplia acogida en el Hemisferio del Estatuto de Roma y el significado que tiene para algunos de los Estados Miembros de la Organización la entrada en vigencia de la Corte Penal Internacional.


Muchas gracias.
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�.	Los textos de las presentaciones de los Estados Miembros y de las ponencias de los expertos no han sido editados ni modificados en forma alguna al insertarse en este infirme de la Presidencia.


�.	AG/RES. 1770 (XXXI-O/01. Ver: � HYPERLINK "http://www.oas.org/juridico/spanish/ag01/agres_1770.htm" ��http://www.oas.org/juridico/spanish/ag01/agres_1770.htm�


�.	AG/RES. 1990 (XXXII-O/02). Ver: � HYPERLINK "http://www.oas.org/juridico/spanish/ag02/agres_1900.htm" ��http://www.oas.org/juridico/spanish/ag02/agres_1900.htm�


�.	Resuelve 3 de la resolución AG/RES. 1990 (XXXII-O/02) del 4 de junio de 2002, ver: � HYPERLINK "http://www.oas.org/juridico/spanish/ag02/agres_1900.htm" ��http://www.oas.org/juridico/spanish/ag02/agres_1900.htm�


�.	OEA/ser.L/V/II.102. Doc. 6 rev., 16 abril 1999, Original:  Español. Ver: � HYPERLINK "http://www.cidh.oas.org/annualrep/98span/Capitulo%207.htm" ��http://www.cidh.oas.org/annualrep/98span/Capitulo%207.htm� 





